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			— Grupo de investigación «Transparencia y sostenibilidad de la actividad administrativa» (SEJ-193), PAIDI Junta de Andalucía.
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			PRESENTACIÓN

			Como Directora-Coordinadora de esta obra me incumbe, entre otras funciones, la más agradable y placentera de todas ellas: presentar al lector el fruto del magnífico trabajo de sus autores y autoras.

			La obra que el lector tiene en sus manos responde a un proyecto dirigido a cubrir una necesidad que acuciaba a los alumnos y alumnas de los Másteres en Abogacía: disponer de un texto que respondiera ordenadamente a los enunciados de los temas que integran el programa de la denominada Prueba de evaluación de aptitud profesional para el ejercicio de la profesión de abogado.

			La Ley 34/2006, de 30 de octubre, sobre el acceso a las profesiones de abogado y procurador de los Tribunales y su Reglamento aprobado por Real Decreto 775/2011, de 3 de junio, prevén la convocatoria anual, de ámbito nacional, de una prueba de evaluación «para la acreditación de la capacitación profesional para el acceso a la profesión de abogado dirigida a comprobar la formación suficiente para el ejercicio de la profesión, el conocimiento de las respectivas normas deontológicas y profesionales y, en particular, la adquisición de las competencias previstas en los cursos de formación impartidos por universidades o Escuelas de Práctica Jurídica debidamente acreditadas».

			Acceso a la Abogacía es una obra estructurada en cinco tomos: el tomo I está dedicado a las Materias Comunes; el tomo II aborda la Materia Civil y Mercantil; en el tomo III se desarrolla la Materia Penal; el tomo IV está dedicado a la Materia Administrativa y Contencioso-Administrativa; y, finalmente, el tomo V está dedicado a la Materia Laboral.

			Cada tomo responde fielmente, y por separado, a cada una de las cinco partes en las que se estructura el temario de materias de la prueba de aptitud de acceso a la profesión de abogado.

			Tal y como prevén las normas que regulan esta prueba, la misma se divide en dos partes: una primera parte relativa a las materias comunes; y, una segunda parte en la que los aspirantes deberán elegir una especialidad jurídica entre las cuatro posibles: civil y mercantil, penal, administrativa y contencioso-administrativa; y, por último, laboral.

			Siguiendo el sistema de división de la prueba, la obra se estructura en tomos separados que facilitan a quienes vayan a participar en la prueba de acceso, elegir, además del tomo de Materias Comunes, el tomo concreto y separado de la especialidad jurídica que deseen preparar.

			Para elaborar estos cinco tomos esta Directora-Coordinadora ha tenido la gran suerte de poder contar con un equipo multidisciplinar integrado por profesores/as, abogados/as y magistrados que, desde un principio han sabido captar la finalidad de esta obra. Debo agradecer, muy sinceramente, desde estas líneas, su respuesta inmediata y sin reservas a mi llamamiento. Ha sido todo un placer poder contar con los autores y autoras de Acceso a la Abogacía que constituyen un equipo de incuestionable prestigio y de una alta valía profesional, cualidades que se dejan sentir y que el lector apreciará en cada uno de los temas que integran esta obra. Las distintas disciplinas jurídicas en las que los autores y autoras son reconocidos especialistas y la procedencia de distintas universidades (Universidad de Sevilla, Universidad Pablo de Olavide, Universidad de Murcia, Universidad de Salamanca, Universidad de La Laguna, Universidad de Huelva), así como de la Judicatura y de la Abogacía (Sevilla y Murcia), han enriquecido esta obra.

			Acceso a la Abogacía va precedida de un Prólogo que ha tenido a bien redactar el Profesor Dr. Alfonso Castro Sáenz, Catedrático de Derecho Romano y Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de Sevilla. Este Prólogo es el complemento ideal de la obra porque nos obliga a volver la vista atrás en el tiempo y nos exige recordar que si desconocemos de dónde venimos, nunca sabremos con certeza a dónde vamos. Un consejo para el lector: no lo pasen por alto, léanlo con detenimiento.

			Si bien la finalidad primera y primordial de esta obra es la ya mencionada de servir de compendio de materiales para la preparación de la prueba de acceso a la Abogacía, lo cierto es, que aspiramos, asimismo, a servir de herramienta para los profesionales del derecho que podrán encontrar en ella la información necesaria para el ejercicio de su actividad, dada la perspectiva multidisciplinar desde la que se abordan los distintos tomos que la componen.

			Para finalizar esta breve presentación de Acceso a la Abogacía, quiero dar las gracias a D. Antonio Páez Crisóstomo, del Grupo Anaya, porque supo captar, desde el primer momento, el espíritu de esta obra y porque ha sido fundamental en la gestación de la misma y en su feliz conclusión.

			M.ª PAULA DÍAZ PITA

			Profesora Titular de Derecho Procesal

			Directora-Coordinadora

			Sevilla, 7 de septiembre de 2018

		

	
		
			
			PRÓLOGO

			1. El jurista y el abogado: una perspectiva hacia los orígenes. Pocas estampas más poderosas, en ese ángulo en que se encuentran literatura y derecho, que aquella en que el ciudadano atraviesa el atrio de la casa (domus) y, en su calidad de cliente, se acerca al solium o sillón, donde el jurisconsulto le espera sentado1. Allí escucha éste la consulta (sobre una fórmula procesal antes de iniciar un pleito, la redacción de un testamento o un contrato o cómo evitar, con una caución, un perjuicio posible o probable); y allí responde. Qué importancia metafórica guarda la casa —la silla misma— del hombre de derecho en la contextura de la ciudad, de la que es oráculo2, la disposición de su estancia, el mismo lecho, trasunto de unas costumbres que se dicen —que son aún— ejemplares3. La escena4 puede continuar, con nuevos clientes o junto a los que ya entraron en su casa, tras salir el jurista hacia el foro, dirigirse al Senado o buscar al pretor en su tribunal junto a los rostra, cerca de la columna Maenia, en el lado occidental, no lejos de la Basílica Porcia5, luego bajo la estatua de Apolo, Apolo el jurista (forum iurisque peritus Apollo)6, donde tienen lugar los litigios a lo largo del período clásico. Mundo densísimo y recurrente del Foro de Augusto, entre las efigies de los grandes hombres romanos, donde el jurista o el cliente entran en las termas o se pierden luego entre los libreros, que atestan este espacio cerrado pero abierto a todo lo que la ciudad propone. Allí, entre copias de poetas helenísticos —Teócrito, Calímaco— o de nugae recién publicadas por algún vanguardista neotérico (Catulo y Calvo, o incluso Alfeno y Cinna, poetas que serán luego juristas), pero también de libros jurídicos (el Ius Flavianum, de usurpationibus o los tripertita de Sexto Elio, cunabula iuris7, entre una literatura creciente de comentarios al ius civile), en el último siglo de la República o el primero del Principado, el hombre de derecho realiza sus labores entre el ajetreo de la vida ciudadana, con sus tiendas y su bullicio, en medio de sus problemas cotidianos, a los que su respuesta propone una solución precisa, pragmática. Es este un retrato que hoy atribuiríamos sin dudar a la figura del abogado y es desde luego a uno de ellos, el más célebre de todos, Marco Tulio Cicerón, a quien lo debemos, en un pasaje del De oratore (aquí completado, para los días del Imperio, por otro del epistolario de Plinio… no casualmente otro abogado), que tiene la plasticidad de un pequeño cuadro de costumbres, un Chardin o un Renoir en latín, aunque no se refiera en sentido estricto al advocatus (togatus), entonces todavía un orador sin conocimientos necesariamente jurídicos8, sino al iurisconsultus o estudioso del derecho, figuras a veces coincidentes pero en general distinguidas y aún separadas en la cultura jurídica romana, que lo estarán hasta la evaporación de la última propiamente en el Bajo Imperio. Es una distinción que alcanzará, incluso, en la hora justinianea, a la conformación misma de los comisarios que trabajaron en la confección del corpus iuris (y ante todo en el Digesto), al distinguirse, entre sus miembros, entre los abogados o prácticos del derecho y los juristas, convertidos ya en profesores de las escuelas jurídicas de Berito y Constantinopla9. Alienta en esa(s) página(s) algo del aire —¡mucho!— de esa «prospettiva cittadina» de la que hablaba para el mundo del derecho en Roma Mario Bretone10, el orbe de esa exquisita urbanitas, que sopla e impregna los poros en la poesía republicana de Catulo y Lucrecio, en la augústea de Horacio y Ovidio, en la altoimperial de Juvenal o Marcial, con los efluvios de Trebacio y Servio, Alfeno y Labeón, pero también de Cicerón y Apro, Liciniano o Materno, y en la pléyade de nombres menores que nos han transmitido las fuentes, siempre la abogacía en la entretela misma con que se viste y desviste la ciudad, en ese gran escenario del mundo que durante siglos fue Roma.

			2. De pagos y sus muchas formas. La enseñanza puramente práctica del derecho, propia de los iurisconsulti capitalinos, que no se volvió teórica (como sigue siendo hoy), como preámbulo en cierto modo visionario, hasta la aparición de Gayo en tiempos de Antonino Pío y Marco Aurelio (con su manual de apoyo, la Instituta, que ha sobrevivido) y el desarrollo bajoimperial de las escuelas jurídicas orientales, es otra de las herencias traspasada a los advocati profesionales desde este denso mundo de la Roma de siempre, un mundo el de los abogados a los que empieza a exigirse conocimientos jurídicos comprobables y formalizados —con algún antecedente— sólo desde el siglo v y no homogéneamente en todo el Imperio11: vaivenes de las dos grandes órbitas de lo jurídico. En esa senda de hondos líquidos vitales, que rescata para nosotros en toda su vibrante porosidad una estampa pomponiana, que tiene mucho también en su humus de una previa viñeta ciceroniana12, el iurisconsultus entonces y el advocatus ya siempre se detienen con los discípulos (auditores), cuando el cliente se marcha, a desentrañar los resortes íntimos (el ejercicio de la razón como realidad siempre íntima) de lo que han visto, dibujando los elementos puramente técnicos sobre los que descansó el responsum: sobre los que vibró el consilium. No todo es un trasvase de elementos de estos dos mundos potencialmente interconectables, pues la acumulación de reglas casuísticas que desde la norma avanzan al caso (¡y a la inversa!), creando un tesoro de respuestas en forma de apotegmas jurídicos13, que en un correr de siglos inundarán los códigos europeos14, será algo cultivado más desde el adentro por el jurista puro y desde una óptica más utilitaria en cambio por el práctico del derecho, atentos los unos a desentrañar el hilo causal por sí mismos, lanzados los otros a afrontar y solventar el problema concreto: un negocio, un documento, un pleito. Por otra parte, la profesionalización del ámbito de una abogacía crecientemente juridizada en sus adentros, resituando con estos los mimbres ante todo retóricos de su oficio durante siglos, les separa de aquel mundo originario, donde el jurista ni factura ni cobra por su consejo (consilium) al cliente, pues otro, más perdurable, es su pago: amicitia, auxilium, obsequium15. Caldos de la auctoritas: hilos de reverentia, que aún hoy orlan lo más noble del ejercicio de la abogacía como puntal de apoyo frente al problema acuciante de un individuo, una familia, una empresa, pero más por impregnación que por corazón de un oficio que es también y, ante todo, un modus vivendi. Una profesión.

			Las fuentes imperiales —y muy especialmente las literarias—16 nos devuelven una fisonomía reconstruible sobre el ejercicio de la abogacía y su profesionalización creciente: sus modos, sus pagos y cobros, sus dinámicas envolventes, atentas siempre al hilo meridiano de la vida. Los confines a que se quiso someter la actividad del orator republicano, en una línea tendida hacia el futuro imperial, con la lex Cincia de donis et muneribus, limitadora de las liberalidades, en el año 204 a. C.17, no habían impedido la acumulación de riquezas por los grandes abogados romanos que no eran ya muy ricos por sí mismos, como es el caso del homo novus Cicerón18. Ningún otro como este oficio describe el telar entrecruzado de pulsiones y vivencias en ese enjambre de la ciudad que apenas descansa, modernísima en sus piedras antiguas, con su multiplicidad de problemas cotidianos, siempre distintos, semejantes siempre para el abogado experimentado, que va andando, como de otro modo el jurista (atento éste al fundamento jurídico del caso y aquél al fáctico)19, con su archivo de casos, presto a codificar las respuestas e incorporar una nueva en caso de presentarse un problema él mismo nuevo, al menos para su propia experiencia. Es un dédalo atestado de calles y plazas, de muerte y de vida, en que junto a ellos, como recuerda Juvenal en un poema inolvidable20, conviven los poetas (uates), en búsqueda de una gloria esquiva por definición y casi definidora del oficio en su ausencia de vapor, muertos de hambre, salvo algunos pocos como Lucano; los historiadores (historiarum scriptores), que agotan, si no son senadores como Tácito, la lamparilla de noche levantando un amasijo de páginas —¡con lo ruinoso que es el papiro!: multa damnosa papyro—, para que apenas se les paguen e interesen sus escritos menos que el cotilleo de las noticias del día (acta legenti); los subastadores de manuscritos en pergamino (membrana tabellae), llevados al indolente mecenas de turno: tan lejos, tan cerca este mundo del nuestro, un poco de todos los intermedios. Es éste el mundo que tan bien entiende el causidicus o picapleitos, satirizado en tantos poemas, en un reconocimiento indirecto de su centralidad creciente, en este tráfico de gentes variadas, pero ante todo de influencias entre el poder y la cultura, el dinero y la intelectualidad. Un mundo literario, de Séneca a Quintiliano21. Parece una estampa dibujada en el ayer de hoy y no en el hoy de un ayer tan lejano. Son ya tantos en Roma los abogados que más les valdría irse a provincias para poder prosperar, y algo de ese mundo se transluce en un poema de Persio22, pues ¿qué les pagan por su voz? (quod uocis pretium?)23, hombres pomposos sobre todo cuando un acreedor les escucha24. ¿Qué reciben por sus servicios, una vez descontado el porcentaje que ha de pagarse al pragmaticus o experto en leyes (el jurisconsulto) que les asesoró en el apartado técnico del caso entre manos25? Abunda, desde luego, el pago en especie26 y los regalos27, y en tiempos de Nerón, tras los límites impuestos por Claudio, se creyó necesario fijar para ellos un estipendio justo y fijo28, en un ámbito demasiado sometido a cambios, degradaciones, espasmos: Tácito refleja, con su acostumbrada y aérea precisión, los impulsos senatoriales de impedir que nadie pudiese asumir una causa a cambio de una remuneración29. Vana tarea a medida que la dedicación a la abogacía se va abriendo a todos... Se trata, en todo caso y por encima de todo, de una muestra aquella de Juvenal, al comienzo mismo del principado de un Adriano apenas velado por el poeta en su retablo30, de que las figuras del abogado (orator) y el jurista (iurisconsultus) se han separado de modo claro, nunca del todo juntas31, tampoco en su formación, encargada la del primero a simples magistri iuris y no a auténticos iurisconsulti32, en el que ambos tienden a cobrar por unos servicios profesionalizados crecientemente: uno al abogado y éste al cliente.

			3. La abogacía y su poética (Extremos del lazo urbano). Fracaso y triunfo, gloria del día y malvivencia cotidiana, se dan de la mano no obstante en los extremos de este mundo de destinos no fijados, pues muchos no logran abrirse más camino que el asignado por la picaresca de aquel mundo petroniano33, pero en cambio otros, si triunfan en un pleito importante, ven ramas de palmera verde colgando de las puertas y escaleras, adornando su casa34: es la estela del éxito. En la victoria, la domus del abogado rezuma de imágenes e inscripciones de elogio, se llena de estatuas, como recuerda Tácito35, que fue uno de ellos, en la hora de Flavios y Antoninos; también, de riquezas. Is mihi «Diues eris, si causas egeris» inquit36. Las ingentes liberalidades en dinero a favor de los advocati pueden proceder, incluso, de los emperadores, como aquélla de Vespasiano, de la que nos transmite un eco refinado el mismo Tácito37. En ese denso pozo literario de la ciudad intelectual, que envuelve lo oral en un cristalino cauce, donde poema y fórmula procesal son manifestaciones de los dos polos de un mundo escriturario, poeta y abogado se sitúan en los dos extremos del lazo, manifestaciones tópicamente opuestas de su encaje en la realidad del momento y un poco de todos los momentos, a lo largo de la historia urbana de Europa. Tácito38 refleja esa oposición vibrante, donde uno silencia lo que el otro satiriza, en la que el orador triunfante, poseído del eco que reverbera desde el foro, considera los frutos de su actividad (amicitia, clientela, beneficium) muy superiores a los del poeta, envuelto en su impreciso griterío, en los elogios estériles, en un gozo pasajero (sed clamorem vagum et voces inanis et gaudium volucre […] voluptatem autem brevem, laudem inanem et infructuosam consequuntur). El poeta siente el desprecio, que devuelve con creces39, pues su visión sobre la caducidad de la gloria obtenida es justo la contraria. De Catulo40 a Marcial41, en una diana golpeada por flechas poéticas no pocas veces dando en el blanco y otras creándolo, exagerando, se reproduce el ataque en sentido inverso: tendencia poética, pero también oratoria, desde el acervo retórico común a unos y otros, particularmente en lo que hace a la destreza metafórica42. ¿No es, frente al frecuente silencio del hombre de orden (¡pero Cicerón no calla jamás!)43, el poeta quien nos revela esta intrahistoria, que tanto nos dice de la esencia de la ciudad?

			El hilo de esta dialéctica puede seguir destrenzándose, revelándonos rasgos abundantes del mundo de la abogacía en Roma que de otro modo no conoceríamos igual. Plasticidades, sí, pero llenas de lateral vida. Si abunda el pago en especie, como Juvenal44 resalta por un ángulo en que se le cuela una referencia al estipendio del abogado, ¿podrá pagar el poeta sus servicios con sus versos?, pregunta al hilo su amigo Marcial45, dejándose llevar por un pozo de ironía mucho más que retórica: un chiste, o una pulla, que nos alarga en cualquier caso hacia el centro mismo de los cobros en el territorio pragmático de la abogacía. En ese ámbito, Tito le insiste, en un poema46 que supura ciudad pero también agro (dialéctica romanísima) por todos los poros, que se haga abogado (Cogit me Titus actitare causas) y a menudo le resalta que de una gran cosa se trata la abogacía (dicit mihi saepe «Magna res est»), aunque Marcial, que volverá más adelante al campo cuando avance a la ancianidad, retirándose a su terruño ibérico, le resalta frente a esas cosas de ciudad el valor siempre estable de la tierra (Res magna est, Tite, quam facit colonus)47: soporte de siempre, frente a la trajeada, fugacísima urbanidad del ahora. Pero también se nos antoja una mirada sobre los clichés y los resortes que acompañarán para siempre ya el ejercicio de la abogacía, en una cultura como la romana, y como la nuestra, tatuada de derecho, de formas encauzantes y esotéricas (para tantos), de pleitos técnicos como forma de afrontar los problemas de la vida cotidiana, que el común ciudadano mira con ojos más simples, casi siempre desbordados por este bosque de términos y conceptos, matices y minucias, acumulado sin contención por los juristas, que ya censurase Cicerón desde una óptica cercana y más pragmática48, afuera cercano. Modernidad también, como contrapunto, y a la postre parte, de las esencias antiguas e imperecederas de la romanidad, hasta hoy traspasada.

			4. Iconos y modelos. El Brutus ciceroniano configura una apasionante historia de la abogacía romana, que remonta desde el inicio de la oratoria (no sólo forense) hasta sus días, últimos casi de la República: Cota, Sulpicio, Antonio, Craso, entre otros pocos, son los abogados que concentraban en sus manos, en la juventud de Cicerón, las causas de mayor relieve49. Pero la nómina se engrosa con un número inacabable de oradores forenses, de personalidades, peripecias, estilos muy diversos, en una polifonía inagotable. Célebres exempla vivos de la romanidad como cultura dominante en el mundo, en que aún vibran ahora, se consagran en algún momento de su vida, cuando no en toda, al ejercicio de la abogacía: será esto una constante romana. Cicerón aparte, es el caso, siquiera por un momento, en una experiencia como abogado fracasado que no repitió, tras su participación en un solo proceso judicial —al carecer de facilidad de expresión, pareciendo por ello casi un ignorante50—, de Virgilio, el mayor poeta romano, protegido por el jurista y cónsul Alfeno Varo51, una década mayor que él52, discípulos ambos del epicúreo Sirón en Nápoles53, y a quien quizá alude o rodea, como una impregnación llena de ecos reverberantes, el Dafnis de la Bucólica V54, donde se silencia cualquier alusión explícita a lo jurídico, que para nosotros (pero no para el poeta) es lo más expresivo del polifacético Varo. Quizá lo protegió éste más como poeta (autor de un Thyestes)55 y coterráneo56 que por cualquier otro motivo: intrahistorias no siempre porosas al interés del investigador moderno. La vida da lo que por otro lado quita: como a Cicerón, tan elocuente en prosa como envarado en verso57, el talento abandonaba a Virgilio en el discurso sin metro58, contradicción máxima en alguien que, al declamar sus poemas, lo hacía según sus biógrafos con un atractivo arrebatador59, que impregnaba algo —mucho— de la verdad de sus versos a su palabra también pronunciada. Poeta excelso, orador fracasado, seguramente por su timidez60, una cualidad difícil de conciliar con la oratoria. Pero también conocemos el nombre de quienes han pasado a la historia, de otro modo y con intensidades distintas de brillante nota a pie de página, por el ejercicio mismo de la abogacía, como el hispano Liciniano, loado por Marcial61, o Julio Marcial, poseedor de unas pocas yugadas exquisitas sobre el Janículo desde las que se rescataba una vista única de la ciudad derramada62, a quien el poeta dedicó el libro VI de sus Epigramas63, literatura y abogacía tantas veces unidas; o como Vibio Crispo, riquísimo abogado y orador célebre, cónsul sufecto bajo Nerón, Vespasiano, Domiciano, procónsul de África con Vespasiano64, hombre agudísimo que, en memorable anécdota recogida por Suetonio65, que lo ilumina por un detalle como al trasluz de otro (algo hondamente suetoniano), nos lo describe entrando y saliendo de estancias palaciegas, sin abandonar nunca su desbordante ingenio: siempre el poder rondando a la abogacía; y a la inversa. No hace falta insistir en lo que hubo de ser su agudeza en juicio a tenor de la que gastaba en el palacio de un tirano, ni lo hace Suetonio, que también fue abogado o estuvo a punto de serlo, antes de consagrarse plenamente a la erudición y la literatura66.

			5. Los tiempos del abogado. Es este un mundo denso de referencias literarias, que levanta suspicacias, a las que no es ajeno en el siglo II el propio Aulo Gelio67, que lo conocía desde dentro muy bien, abogado quizá en algún estadio de su vida y juez de causas privadas sin duda68: una desconfianza hacia el mundo jurídico, tan lleno de discusiones por todo (ciencia de opiniones a la postre, basada en el ius controversum), que en la literatura tiene, como tantas otras cosas, raíz ciceroniana (summa de iure dissensio)69, pero que viene de lejos aunque crece y se adensa mientras avanza en el tiempo70, ante el dedal de interminables debates jurídicos, que Marcial71 satirizará, en la acera de la práctica del derecho, en la figura de los abogados lentísimos, que renuncian al lenguaje de la calle, en el medio mismo de un territorio de pleitos atrasados con frecuencia por todo tipo de artimañas y pormenores durante el año judicial72. Sí, la historia tiende a repetirse: y la jurídica a reiterar según qué planteamientos que antes que nuestros fueron romanos. La demanda de obras escritas por los iurisconsulti, y ante todo por los reconocidos imperialmente con el ius respondendi ex auctoritate principis73, cuyos responsa resultaban vinculantes en juicio, se extenderá en proporción geométrica, al requerir de su lectura no sólo los jueces74, que en los juicios pretorios no eran profesionales sino simples ciudadanos sin conocimientos jurídicos, sino también los abogados al defender a sus clientes y los mismos magistrados (pretores) que dirigen los procesos sometidos a su jurisdicción (iurisdictio), bajo la estatua de Apolo75. El hogar natural de los abogados.

			Cuántas cosas se nos abren en este mundo de la oratoria forense romana a ecos más cercanos de nuestro propio mundo de abogados y representantes procesales. Más allá de toda la bilis de una literatura degradadora, que busca en la sátira más o menos brillante traer al mundo escriturario los ecos de tantos lugares comunes envueltos o no en la vieja sal romana76, circula por la poesía latina una nómina no particularmente agradable de causidici: el cubil de los Elio, los Nevelo, los Matón, los Ceciliano, los Cipero; el de los juicios plagados de picapleitos incompetentes con sus minutas engordadas77, de abogados que gritan como campesinos78 y que, por su ignorancia, callan en cambio cuando debieran hablar79; un mundo de apariencias, en que busca substituirse la ausencia de talento o de saberes en el corsé de unos rasgos externos que impresionen a los clientes potenciales80. Uno de ellos, Cipero, había sido antes panadero y Marcial81 no lo presenta precisamente como un caso de superación social, sino como ejemplo más bien de una profesión degradada, abocada a la falta de rigor y la charlatanería. Es este el confín de los discursos interminables que no llevan a ningún sitio82 y que Marcial ejemplifica, inmisericorde, en aquel orador, Cinna, que entonó nueve palabras en diez horas83. Pero algunas de estas pulsiones por el desarrollo, tantas veces reiterativo, de las ideas y el dejarse escuchar un tanto al intervenir en el foro, parecen caracteres de una época de la abogacía (e incluso de un modo de entenderla), pues también los grandes abogados del período imperial, como su amigo84 Plinio, presumen en su epistolario85 de haber hablado, en el juicio penal contra el antiguo gobernador Mario Prisco, casi cinco horas, agotando doce clepsidras mayores de lo normal que le habían sido concedidas, a las que añadió otras cuatro. No sabemos qué pensó al escucharlo otro abogado rutilante, su también amigo Tácito, que además fue cónsul, encargado por el Senado junto a él de la acusación86, aunque sabemos que jamás volvió a llevar, tras esta celebérrima, ninguna otra87. En esa dilatación excesiva de los juicios el hábito, impuesto al final de la República, de que varios abogados llevasen juntos la misma causa, tan criticada por Cicerón88 (que incurrió, no obstante, en ella), no hubo de ser irrelevante. Ni tampoco en la desconfianza creciente hacia el mundo judicial —¿un tópos inevitable a lo largo de la historia?— el hecho de que, tras esquilmar su provincia y ser acusado por ello, escapase Prisco patrimonialmente intacto para tristeza de los provinciales, como censura con acidez Juvenal (at tu uictrix, prouincia, ploras89), pues qué importa la infamia si se salva el dinero (quid enim saluis infamia nummis?90).

			No han cambiado mucho la corrupción y sus litigios al correr de los tiempos.

			6. La crisis de una profesión expandida. Algo tiene que ver quizá con esta progresión de la oratoria forense hacia la hinchazón deshilachada el creciente abandono por parte de los jurisconsultos del ejercicio de la abogacía, para concentrarse en los aspectos puramente técnicos del problema jurídico y en la confección, cada vez más absorbente, de literatura jurídica, postergando lo aún conciliable en tiempos de la República para hombres como Quinto Mucio Escévola o Licinio Craso, juristas que aún acudían como abogados a juicios91. Estos tribunales abandonados por los jurisconsultos, apenas sí frecuentados en este tiempo por el provincial Materno92, jurista y no sólo orador, o por Ticio Aristón, de saberes múltiples, cantados por Plinio93, serán una de las características de estos nuevos tiempos jurídicos. Son excesos contradictorios estos que se miran y chocan en las dos aceras del derecho: hacia dentro los progresivamente exigidos por el conocimiento de un derecho edictal e imperial cada vez más extenso, dominio áspero de la ciencia crecientemente inconciliable con esos otros excesos, más bien hacia fuera, del ejercicio de la abogacía, crecientemente concentrada en el dominio de la prueba y el movere de los jueces y más alejada del rigor de un puro estudio técnico: una distinción transparentemente recogida en Gayo94, cuya revolucionaria Instituta, de hecho, parece mucho más concebida para la formación de advocati que de iurisconsulti, algo obvio si pudiese probarse su carácter provincial95. Territorios fronterizos, el pulso de dos grandes concepciones sobre la actividad forense viene de lejos, entre un tipo de abogado, que en el Dialogus de oratoribus de Tácito representa Apro96 al igual que en tiempos del Cicerón del De oratore lo hace el antepasado del triunviro, Antonio97, que rechaza(n) la árida enormidad de los volumina llenos de excepciones y fórmulas propios de los juristas y en definitiva el conocimiento técnico del derecho para ejercer una abogacía entendida ante todo como dominio de la elocuencia, y otro que, en cambio, como Licinio Craso en la edad ciceroniana98 o ahora el propio Aristón (más jurista éste que aquél, pero juristas y abogados a la postre ambos), ejercen la abogacía con pleno conocimiento del dato jurídico99. A despecho de Apro, Mesala constata en la obra de Tácito que no pocos antiguos oradores incluían entre sus saberes el ius civile100 y sabemos que fue el caso de Licinio Craso, desde luego, pero también el de un Cicerón crasiano ahí, como en tantas otras cosas101, inclinado desde joven a los studia iuris, como recuerda su amigo de siempre, Ático102, discípulo Cicerón también de los dos Quintos Mucios, el Augur y el Pontifex103, los más grandes juristas vivos en su juventud. Es una relación no siempre fácil, de dependencia sólo de un lado (el de la práctica de la abogacía) hacia el otro (la ciencia jurídica), crecientemente liberado este segundo de toda atención a un pleito percibido casi como una excrecencia, contra la que reaccionan, no sólo los abogados como Antonio (o Apro), que desprecian el conocimiento jurídico como necesario para la representación procesal en juicio, sino quienes como el propio Licinio dominan el derecho, pero critican la prerrogativa «absolutista» que, desde su auctoritas indiscutida en materia jurídica, quieren arrogarse los jurisconsultos y que halla en la célebre causa Curiana sobre interpretación de la voluntas testantis un eslabón célebre, cuando Craso censura a Quinto Mucio Escévola el Pontífice poco menos que pretender en la práctica que nadie pudiese realizar un testamento sin consultarle antes104. (Hay algo que vincula este dominio con el papel que en la práctica actual se reserva a los notarios, aunque sin ninguna conexión obviamente con la función pública, lo que sería un anacronismo).

			Los males en la escena de esta abogacía crecientemente separada de las honduras del saber del derecho se acumulan: oyentes, como denuncia Apro, que no prestan atención a los abogados cuando peroran sin cesar ante el juez al modo arcaico105, lentos en los principia, premiosos en las narrationes, prolijos en las digresiones106; litigantes mismos que no los aguantan107 configuran este fresco en que la crítica a los malos abogados, que abundan, es hecha también por los mismos oradores. Cuando se desencadenan estos excesos retóricos, nada se puede resumir, ni retener se puede nada108. Quién tendrá la paciencia de escuchar cinco libros contra Verres, se pregunta Apro, censurando al más grande de los abogados, Cicerón, en el recuerdo enhebrado por Tácito109. (Me atrevo a decir que los sicilianos: la vida en ello110). El rostro de la oratoria, por lo demás, no es único111. ¿No oscilan con frecuencia, en esa época de decadencia, los discursos entre lo ampuloso112 y los huesos demacrados113? A veces, busca el orador el adorno poético —explica Tácito114—, moho de Accio o de Pacuvio, barrido por el viento de Horacio, Virgilio, Lucano: un templo; un santuario. Cuando se aburren de sus peroratas, los jueces les vuelven la espalda115.

			7. La liturgia del advocatus. No todo es degradador en esta literatura que se vuelve hacia la abogacía del Imperio ni todo tópica devaluadores acumulados sobre un oficio, para Cicerón el más ilustre de la civitas116. El mismo Tácito117, en el tránsito del siglo i al II, describe, en páginas imperecederas de sabor y verdad, el efecto provocado por la entrada del abogado en la sala, al aparecer en público, los ojos de tantos clavados; lo impresionante de una comitiva de togados al salir de casa (Greges togatorum dirá Marcial118); el tropel de ellos que se acumula por delante y por detrás de Sufeyo119, una compañía que no apabulla al gran Materno, que tampoco la necesita. Es una muchedumbre de clientes y advocati en que, a veces, parece convertida la ciudad, siempre la ciudad Roma del derecho. Como una seña de identidad, un rasgo que la define. Queda entronizado, incluso, su papel en el ecosistema ciudadano con todos los emblemas, todo el sabor de la mejor romanitas: como el jurista120, como el poeta121 (que se canta a sí o al retiro mismo de una vida vuelta sobre sí122), el abogado también necesita retirarse al campo, aunque lo que componga entonces puedan ser versos123; de ahí que el Diálogo de oradores taciteo consagre también y reserve, al menos en parte, hacia el mundo oratorio, los derechos de abstención política del sabio124.

			Las modas influyen en los modos. El público y los jueces necesitan brillo, seducción, colorido125 y eso marca la tendencia que termina por imperar en el foro imperial, ciento veinte años después de la muerte de Cicerón, como recuerda Materno126. La abogacía, como toda práctica intelectual, tiene su historia; toda historia, antes o después, su literatura. Sus frenos, sus avances, sus códigos no escritos forman parte de aquélla y a ésta se traspasan. En esa especie de coleccionismo de antigüedades que es también el Diálogo taciteo127, Mesala rechaza las críticas a los abogados antiguos (veteres) y hasta la propia denominación de antiguo utilizada por Apro, pues su oratoria fue, en todo caso, más destacada a su juicio que la de su ahora128, con una pléyade de abogados que apenas si son pantomimos (ut lascivia verborum et levitate sententiarum et licentia compositionis histrionalis modos exprimant129): decadencia de los tristes tiempos. No fueron oradores superiores aquéllos sólo por el más propicio ambiente de libertas que imperaba en la República130, sino por las disciplinas en que solían instruirse tan seriamente131: el ámbito condiciona una actividad, pero no la (re)hace. En un ambiente poroso de modo natural al estudio y al color de los juicios abiertos, los jóvenes quedaban como mojados por esta luz, que los impregnaba132. Vibraba con ello lo mejor de sí mismos. Todo el vigor que han robado al discurso el frecuentar las salas de lectura y los archivos133 se lo han concedido a la ciencia del derecho las mismas cosas: reposo, rigor, atención al matiz, cualidades propias de ese gran miniaturista que es el jurisconsulto. Emprenden de este modo ambas sus caminos ya casi opuestos. La pérdida de la libertas, que Tácito disfraza con habilidad de político al inicio de su tratamiento como superación del desgarro que en el crepúsculo de la República afectaba al Estado134, contribuyó de otro modo a destruir la elocuencia. El derecho a atacar con la palabra, no otiosa et quieta, es lo que le daba estímulo, le acopiaba vida, a la postre; el libertinaje, que no la libertad, era lo que resultaba estimulante para ella135. El diagnóstico es rotundo: la gran oratoria, al igual que la llama, se aviva con el movimiento y brilla mientras se quema136: cenizas y brasas. Si el orador (el abogado) necesita de un escenario donde pueda ser aplaudido137, el jurista requiere, más bien, lo contrario, si anhela que su saber se ahonde y alcance el nivel máximo de conocimiento. Es el paraje desolado (et res velut in solitudine agitur138) de la cuestión puramente técnica el que está abriéndole paso, incluso, a un nuevo tipo de abogado: el patronus áspero, tecnificado, que interrumpe al orador que declama (frequenter probationibus et testibus silentium + patronus + indicit), con la benevolencia más o menos tácita de un órgano juzgador que presiona al elocuente para que empiece realmente, sin brillos postizos, ni alharacas (Ipsam quin immo curam et diligentis stili anxietatem contrariam experimur, quia saepe interrogat iudex, quando incipias, et ex interrogatione eius incipiendum est)139.

			8. Ejercicio y ciencia del derecho. ¿No son idénticos, por lo demás, el modelo de aprender lo que se ha de exponer y el de exponer lo que se ha aprendido (percipiendi quae proferas et proferendi quae perceperis)140? Absurda es a todos los efectos la separación entre los planos teórico (scientia) y práctico (exercitatio)141. Y en pocos más artificial que en el derecho, ciencia y práctica tendente a encarar conflictos: a solventar problemas. La especialización se impone para hacer posible penetrar en profundidad en alguno de estos amplios saberes que configuran la ciudad (milicia, jurisprudencia, oratoria) y que se han expandido hacia límites inacumulables por un solo individuo, aquel viejo totus Romanus catoniano, cantado por Cicerón o por Livio142, ya imposible:

			«Quae disciplina ac severitas eo pertinebat, ut sincera et integra et nullis pravitatibus detorta unius cuiusque natura toto statim pectore arriperet artis honestas, et sive ad rem militarem sive ad iuris scientiam sive ad eloquentiae studium inclinasset, id solum ageret, id universum hauriret143».

			Son los territorios del regnum iudiciale del jurista Aquilio Galo144 frente a los del regnum forense del abogado Cicerón145, ya levantados en el siglo i a. C. como espacios bien delineados146. Trazan circuitos enlazados, como muestra una parte de la literatura romana que ha sobrevivido, diálogos ciceronianos, pero también ese milagro de la oratoria forense que es la Rhetorica ad Herennium en el último siglo de la República, un auténtico arsenal de munición para el advocatus147, o buena parte de los densos pozos que llenan tantos libros de la Institutio Oratoria de Quintiliano, el más grande retórico de la romanidad, ya en el Principado148. Pero especialización no es amputación, sino concentración, como estas obras porosas muestran. Una necesidad, que no explica, ni justifica, ni puede derivar en degradación del conocimiento cultivado. Alcanzada ésta, por acumulación de derrumbes externos e internos, el modelo de Antonio, por el que no se inclinó Cicerón, pero sí Apro149, resultó premonitorio, pues los declamadores de la época de Tácito: «ignorent leges, non teneant senatus consulta, ius [huius] civitatis ultro derideant, sapientiae vero studium et praecepta prudentium penitus reformident150». Tiempos sin grandeza.

			La cuerda se tensa, cambia, vibra. Un mundo nuevo, aún romano, se abrirá en los nuevos tiempos del Bajo Imperio, en que los abogados, como destaca Schulz, se convierten finalmente en juristas151. No oradores solo, como en el Alto Imperio; técnicos, por fin, del derecho, formados en escuelas jurídicas o a ellas dirigidos, en una tendencia que se adivina en el siglo IV en la Pars Orientis del Imperio152 y que da carta de naturaleza legal el emperador León en el 460153, dieciséis años antes de la caída del Imperio occidental, de lo que la Instituta de Gayo, quizá escrita en Oriente tres siglos atrás154, probablemente supone un antecedente medular: un trasunto en la medida en que es un producto: el apoyo bibliográfico de un nuevo modus de docencia, enfocado a un también nuevo, incluso vanguardista modo de percibir la práctica del derecho, que convirtió a Gayo en un auténtico «classico della scuola»155. Es una música que le suena a nuestra época, cuando se exige al abogado una formación jurídica, pero también llena de inconsistencias, como la basculante peripecia vital de un Gregorio Taumaturgo, contemporáneo del jurista Modestino, parece condensar en toda su contradicción, estudiante en Cesarea y Berito, pero a la postre, quizá por la influencia espiritual de Orígenes, abogado al fin en su tierra sin haber estudiado derecho a fondo156. Será el espacio, también, intensamente odiado por el rétor griego Libanio de Antioquía, adherido a una nostalgia paralizante, que rechaza el derecho hipertécnico de Roma y el mundo de los advocati formados en él para retrotraerse al viejo territorio, hondamente griego, de los antiguos oradores helenos que obviaban el estudio del derecho y se consagraban al de la retórica157: aéreo mundo griego que halla un aparente paralelo romano en el más sólido mundo de aquel Antonio de la República, que defendía el modelo de un abogado forense sin conocimientos jurídicos como el más idóneo para la llevanza del pleito (algo en apariencia sorprendente, pues Cicerón consideraba su elocuencia más adaptada a los tribunales y la de Licinio Craso, muy docto en derecho, en cambio, idónea para las asambleas populares158), pero dentro de un mundo impregnado de derecho técnico hasta el tuétano, ajeno por completo al soñado por Libanio. Es éste un ámbito del pasado que evoca tan sólo el conservadurismo melancólico de Libanio, en un tiempo en que la juventud griega acude a Berito (a Beirut), donde quizá enseñase el propio Gayo dos siglos antes159, para estudiar el derecho de Roma, como él mismo resalta, en una queja que ignora el espíritu de los tiempos, deudores de la Constitutio Antoniniana del 212160 y de la expansión del ius Romanum a todos los nuevos ciudadanos del Imperio161. En este mundo expandido hacia dentro por la concesión generalizada de la ciudadanía será el conocimiento del derecho y no el de la elocuencia el que abrirá las puertas del funcionariado local, de la administración pública, de la cancillería imperial. Es algo que no se les oculta a las nuevas generaciones, sobre todo tras la muerte de Juliano, y en lo que desbarra en Libanio el himno de sus evocaciones. En Occidente, el proceso no es tan obvio y el abogado sigue siendo, ante todo, un orador162, como parece probar que ejerciesen la abogacía profesores de retórica y de gramática163, que fuesen ellos los que formaban a los abogados164 o que no existiese siquiera un profesor de Derecho en la escuela de Burdeos, para lo que la obra de Ausonio suministra un (no)testimonio casi decisivo165: un elemento más para la desesperación de un griego como Libanio, que podía percibir cómo en el Oriente helénico se exigía al orador lo que no en el Occidente originario: el conocimiento preciso del derecho de Roma. No puede extrañar que la atención sobre el advocatus se adense en la legislación bajoimperial, sobre todo a partir de Constantino, como muestran los Códigos Teodosiano y Justinianeo166 y que se tienda a su burocratización, dotándolos de derechos corporativos167, incrementándose su prestigio en todo el Imperio (hasta el punto de participar en las codificaciones orientales características del período)168, a medida que la jurisprudencia científica se convierte en una seña de identidad del pasado clásico, pero no en un elemento creativo y propio del presente169. Tampoco que este derecho tardoantiguo, que ha perdido su profundidad de presente, mire a la del pasado como quien lo hace hacia un arcano, como se desprende de una inolvidable página de Amiano Marcelino170, en la que Alfeno, Cascelio o Trebacio, juristas a medio camino de la República y el Principado iniciático171, son traídos a colación como sinónimos de una venerable vetustas: de un mundo de aromas muy lejanos. Será ésta la misma antigüedad cultivada por la nostálgica erudición de fines del siglo IV, mediados del siglo v también en Roma, de la que la obra crepuscular de Macrobio, uno de los arqueólogos finales del paganismo que se apaga, es la última llama. Una llama en la que vibran, como ecos apagados, los nombres rutilantes de los grandes del derecho de Roma172.

			9. Este libro. La retórica forense produjo su literatura, como toda práctica que se impone por el ejercicio de una actividad intelectual. Una literatura, la destinada al advocatus, ante todo retórica, surtido de armas oratorias que poco a poco, en un proceso que aquí hemos delineado en sus líneas maestras, fue haciéndose jurídica. Hoy toda apoyatura bibliográfica destinada al abogado es jurídica173 y esta obra es buena prueba de ello. Cabría reflexionar como al hilo, siquiera lateralmente, sobre la inmensa pérdida que ha supuesto para la formación (y el ejercicio luego) de nuestros letrados, en pos de la conquista más o menos seria de lo jurídico, esta amputación de todo conocimiento retórico174. Pero esa es una discusión para otro día. El afán de éste, como recordó entre nosotros Teresa de Jesús (sobre la base de Mt. 6, 25 y 34), es otro: celebrar la concepción misma de esta obra inmensa, y aún más su feliz término, cosas ambas que no hubiesen sido posibles sin la visión y la energía, la minuciosidad y el rigor de una compañera por todos querida, Paula Díaz Pita, Profesora Titular acreditada de Derecho Procesal de la Universidad de Sevilla, antigua Vicedecana de esta casa. A su capacidad galvanizadora da gozosa réplica la nómina extraordinaria de colaboradores de todas las disciplinas jurídicas (civilistas y penalistas, mercantilistas y administrativistas, laboralistas y procesalistas, fiscalistas e internacionalistas, y propedéuticos) que se dan cita en esta obra ciclópea, que, al borde mismo del Quinto Centenario de su fundación como centro de estudio jurídico (1518-2018), muestra la extraordinaria estatura de la Facultad de Derecho de la Universidad de Sevilla y de los compañeros de otras Facultades que a este esfuerzo sevillano han enhebrado el suyo propio.

			Quod nunc ratio est, impetus ante fuit175.

			ALFONSO CASTRO SÁENZ

			Catedrático de Derecho Romano

			Decano de Derecho de la Universidad de Sevilla

			Sevilla, 10 de septiembre de 2018
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					8 Puede cfr. de hecho la controversia al respecto entre Licinio Craso y Antonio, antepasado del triunviro, dibujada plásticamente precisamente por CICERÓN en De orat., I, 36, 166-46, 203 y I, 55, 234-61, 262, respectivamente. Vid. infra § 6 y n. 91, 96-98; § 8 y n. 149, 158.

				

				
					9 Sobre propósito y alcance de la compilación cfr. Const. Tanta, 9 (= C. 1, 17, 2, 9). Entre los compiladores del Digesto, profesores fueron Teófilo, Doroteo, Anatolio y Cratino; abogados, Esteban, Mena, Prosdocio, Eutolmio, Timoteo, Leónidas, Leoncio, Platón, Jacobo, Constantino y Juan. Una aproximación de interés puede hallarse, por todos, en D. PUGSLEY, Justinian’s Digest and Compilers (Exeter, University of Exeter, 1995-2000), en dos vols.

				

				
					10 Vid. expresión y desarrollo, con su característica luz impresionista, en M. BRETONE, Storia del diritto romano (Roma-Bari, Laterza, 1989), 3.ª ed. ampliada, p. 205; vid. otro ángulo de la cuestión en mis Minima, 2.5. El invento de la ciudad (Ovidiana), en Annaeus, 5 (2008), pp. 261-264, pero también Imagen y poder en Roma. La construcción jurídica de la memoria: de Cicerón a Tácito (Madrid-Cizur Menor, Thomson Reuters Aranzadi, 2016), pp. 323 y ss., especialmente 340 y ss., 353 y ss., 360 y ss., 371 y ss., sobre la base de dos apuntes previos, ahí desarrollados por extenso, en Minima, 2.1, cit., pp. 247-250 y Minima, 2.2. Hacia una «ideologia della città»: de periferias, centros y viceversas, también en Annaeus, 5 (2008), pp. 250-254.

				

				
					11 Infra, § 8 y n. 151-153 para Oriente, y n. 162-165 para Occidente; sobre el papel de Gayo, § 6 y n. 94-95; § 8 y n. 154-155, 159.

				

				
					12 POMP. enchir., D. 1, 2, 2, 35; cfr. CICERO, De orat., III, 33, 133-134.

				

				
					13 Cabe remitirse aquí al emblemático análisis de B. SCHMIDLIN, Die römischen Rechtsregeln. Versuch einer Typologie (Köln-Wien, Böhlau, 1970), pp. 61 y ss.

				

				
					14 Sobre esto, en el campo de derechos reales y obligaciones, vid. ya C. A. CANNATA, Historia de la ciencia jurídica europea (Madrid, Tecnos, 1996, trad. L. GUTIÉRREZ MASSON), p. 64; pero ocurre también en derecho sucesorio. 

				

				
					15 Es cuestión compleja de matices (vid. enseguida infra n. 25): baste cfr. las posibles interpretaciones de MARCIAL, Epigr., II, 30, 5-6.

				

				
					16 Remito a mis Un pasado de Europa. Elementos para la historia de la ciencia jurídica europea: de Roma a nuestros días, 1. Roma (Sevilla, El Giraldillo, 2010 [2009]), 2.ª ed. ampliada, pp. 157 y ss., especialmente 160-161 y n. 874-876; Minima, 6. En el siglo de Tácito, 1. El jurista y el principado. Frescos romanos en el tiempo de Juvenal, en Annaeus, 9 (2012), pp. 313 y ss., aparecida en versión más reducida para letrados en Testigo de cargo, 30 (2013), pp. 47 y ss.; Minima, 6. En el siglo de Tácito, 2. Marcial y la abogacía, en Annaeus, 9 (2012), pp. 316 y ss., en todos ellos ya con tratamiento de las fuentes literarias que siguen más abajo sobre la abogacía. Un extenso recuento de fuentes literarias puede hallarse en Compendio histórico de derecho romano. Historia de la cultura jurídica europea: Roma, Bizancio, Europa (Sevilla, El Giraldillo, 2015 [Madrid, 2006]), 4.ª ed. revisada, pp. 52-106, con uso posterior a lo largo de la obra; sobre la abogacía, ibíd., pp. 54, 62-67, 83, 95, 260, 367, 393, 523, 549, 560, 662, 684, 697-698; recuento completo en p. 1212. Muy posterior en el tiempo es I. HERNANDO AGUAYO, Sátiras y otros relatos mordaces sobre el abogado romano, en Historia de la abogacía española, 1 (Cizur Menor, Thomson Reuters Aranzadi, 2015, dir. S. MUÑOZ MACHADO), pp. 209 y ss., que se centra parcialmente en algunas referencias poéticas romanas y luego en otras fuentes jurídicas.

				

				
					17 Al respecto, TÁCITO, Ann., XI, 5-6.
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					19 Celebérrima distinción ya en CICERÓN, abogado, puesta en boca de Aquilio Galo, jurista, en Top., 12, 51: nihil hoc ad ius; ad Ciceronem («nada de esto concierne al derecho [es decir, al jurisconsulto], sino a Cicerón» [es decir, al abogado]).

				

				
					20 JUVENAL, Sat., VII, 1-190, especialmente 79-143.

				

				
					21 SÉNECA, Apocol., 12, 5; 52; QUINTILIANO, Inst. orat., XII, 3, 1-3.
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					23 JUVENAL, Sat., VII, 119.

				

				
					24 JUVENAL, Sat., VII, 108-110.

				

				
					25 JUVENAL, Sat., VII, 122-123.
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					28 SUETONIO, Nero, 17.
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					30 JUVENAL, Sat., VII, 1-7.
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					41 MARCIAL, Epigr., II, 30; cfr. ibíd., I, 17. 
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					51 SUETONIO, Virg., 19 (=De poet., 2, 19).
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					54 SUETONIO, Virg., 14 (= De poet., 2, 14) considera que, bajo Dafnis, Virgilio lloró la muerte de su hermano Flaco. Pero las interpretaciones sobre esta Égloga son inacabables; baste un ejemplo: P. GRIMAL, La Vème. Éclogue et le culte de César, en Mélanges d’Archéologie et d’Histoire offerts à Charles Picard. Revue Arch., 29-32 (Paris, Presses universitaires de France, 1949), pp. 406 y ss., que sostiene que tras Dafnis subyace César.

				

				
					55 Sobre la autoría alfeniana de este poema (cfr. Schol. Bern., 145, Hagen 2), vid. ya R. A. BAUMAN, Lawyers in Roman Transitional Politics. A Study of the Roman jurists in their political setting in the late Republic and Triumvirate (München, Beck, 1985) p. 91 y n. 122; sobre él, W. KUNKEL, Die Römischen Juristen. Herkunft und soziale Stellung ([Weimar, 1952] Graz-Wien, 1967 [reimpr. inalterada Köln-Weimar-Wien, Böhlau Verlag, 2001, con prólogo de D. LIEBS], 2.ª ed.), p. 29.

				

				
					56 Nacido uno en Mantua y el otro en Cremona, donde Virgilio pasó su infancia: cfr. SUETONIO, Virg., 6-7 [= De poet., 2, 6-7]) y PORFIRIO, ad Hor. Sat., I, 3, 130, respectivamente; cfr. además FOCAS, Virg., 79-80, como culminación de una tradición que empieza en el mismo VIRGILIO, Buc., 9, 28.
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					60 Cfr. sobre ella SUETONIO, Virg., 11 (= De poet., 2, 11), que arroja luz sobre el verdadero alcance de aquel único litigio virgiliano: supra, n. 50. 

				

				
					61 MARCIAL, Epigr., I, 49; 61, 11; seguramente, IV, 55, 3.
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					63 MARCIAL, Epigr., V, 20; VII, 17. No es seguro que el amigo del poeta Marcial (esto último sí indiscutible: cfr. Epigr., I, 15; 107; III, 5; VI, 1; IX, 97; XI, 80; XII, 34 y, por encima de todos, IV, 64 y X, 47) fuese un abogado, pero sobre esa poderosa posibilidad vid. R. R. NAUTA, Poetry for Patrons. Literary Communication in the Age of Domitian (Leiden-Boston-Köln, Brill, 2002), p. 66. 

				

				
					64 Cfr. QUINTILIANO, Inst. orat., X, 1, 119; TÁCITO, Dial., 8.
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					68 Cfr. GELIO, Noct. attic., XIV, 2, 1. Su conocimiento de la literatura jurisprudencial no es epidérmico ni desde luego el del funcionamiento de los tribunales y los sedimentos del derecho: por extenso (marginal, al respecto, es E. CARBONE, Los aportes jurídicos de las Noches Áticas, en Revista Prudentis Iuris, 51 [2000], pp. 25 y ss.), vid. sobre algunos aspectos no irrelevantes F. CASAVOLA, Giuristi adrianei (Napoli, Jovene, 1980), pp. 1 y ss., 75 y ss., 107 y ss.
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					72 Añádase desde luego a JUVENAL, Sat., XVI, 42-47.

				

				
					73 Sobre esto remito como punto de partida a De Roma a Europa. Un itinerario por los fundamentos romanísticos de la tradición jurídica occidental y su modelo científico (Sevilla, El Giraldillo-Centro de Derecho Comparado, 2017 [2016]), 2.ª ed., pp. 60 y ss., y n. 244, 247, 270 con selección de bibliografía; un recuento de potenciales beneficiarios entre los juristas puede hallarse en Un pasado de Europa, cit., 1, pp. 137 y ss. y n. 768; diversas cuestiones de detalle se discuten en Nota adicional de lectura al «Repertorio de juristas», en Annaeus, 4 (2007), pp. 351 y ss.
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					88 CICERÓN, Brut., 57, 207-208.

				

				
					89 JUVENAL, Sat., I, 50.
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					101 Discípulo suyo fue en el campo de la oratoria (pero no sólo suyo, frecuentando lecciones de muchos otros oradores, en Grecia y Roma: baste cfr. CICERÓN, Brut., 56, 207; 89, 304-91, 316), que conoció muy bien, como prueban Brutus, donde se lo saca con frecuencia a la palestra, y De oratore, cuya trama dialogada coprotagoniza: para la relación de ambos, E. RAWSON, Lucius Crassus and Cicero: The Formation of a Statesman, en PCPhS, 17 (1971), pp. 75 y ss., incluido después en Roman Culture and Society. Collected papers (Oxford, Clarendon, 1991, ed. F. MILLAR), pp. 125 y ss.
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					104 Así, en CICERÓN, Brut., 53, 198. Sobre la causa Curiana, por todos, CICERÓN, Pro Caec., 24, 69; De orat., I, 39, 180; 57, 242-244; Brut., 39, 144-146; 52, 195 y ss.; entre la bibliografía especializada, entre otros, vid. F. WIEACKER, The «Causa Curiana» and Contemporary Roman jurisprudence, en The Irish Jurist, 2 (1967), pp. 151 y ss., muy parecido a La «Causa Curiana» e gli orientamenti della giurisprudenza coeva, en Antologia giuridica romanistica ed antiquaria, 1 (Milano, Giuffrè, 1968), pp. 111 y ss.; Römische Rechtsgeschichte. Quellenkunde, Rechtsbildung, Jurisprudenz und Rechtsliteratur, 1. Einleitung. Quellenkunde. Frühzeit und Republik (München, Beck, 1988), pp. 581, 588-589, 653, 666, n.º 231, p. 671, n. 49, pp. 672-673; M. BRETONE, Tecniche e ideologie dei giuristi romani (Napoli, Edizioni Scientifiche Italiane, 1982), 2.ª ed., pp. 111 y ss.; R. A. BAUMAN, Lawyers in Roman Republican Politics. A Study of the Roman jurists in their political setting 316-82 BC (München, Beck, 1983), pp. 341 y ss., especialmente 349.
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					113 TÁCITO, Dial., 21, 1.
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					118 MARCIAL, Epigr., II, 74, 6.
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					120 POMP. enchir., D. 1, 2, 2, 47, con la figura emblemática de Labeón y su horaciano modo de vida.
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			DECÁLOGO DEL ABOGADO

			I. ESTUDIA. El Derecho se transforma constantemente. Si no sigues sus pasos serás cada día un poco menos Abogado.

			II. PIENSA. El Derecho se aprende estudiando, pero se ejerce pensando.

			III. TRABAJA. La Abogacía es una ardua fatiga puesta al servicio de la Justicia.

			IV. LUCHA. Tu deber es luchar por el Derecho, pero el día que encuentres en conflicto el Derecho con la Justicia, lucha por la Justicia.

			V. SÉ LEAL. Leal con tu cliente al que no puedes abandonar hasta que comprendas que es indigno de ti. Leal para con el adversario, aun cuando él sea desleal contigo. Leal para con el Juez que ignora los hechos, y debe confiar en lo que tú le dices y que, en cuanto al Derecho, alguna que otra vez debe confiar en el que tú le invocas.

			VI. TOLERA. Tolera la verdad ajena en la misma medida en que quieres que sea tolerada la tuya.

			VII. TEN PACIENCIA. El tiempo se venga de las cosas que se hacen sin su colaboración.

			VIII. TEN FE. Ten fe en el Derecho, como el mejor instrumento para la convivencia humana; en la Justicia, como destino normal del Derecho; en la Paz como sustituto bondadoso de la Justicia; y, sobre todo, ten fe en la Libertad, sin la cual no hay Derecho, ni Justicia, ni Paz.

			IX. OLVIDA. La Abogacía es una lucha de pasiones. Si en cada batalla fueras llenando tu alma de rencor llegaría un día en que la vida sería imposible para ti. Concluido el combate, olvida tan pronto tu victoria como tu derrota.

			X. AMA TU PROFESIÓN. Trata de considerar la Abogacía de tal manera que el día que tu hijo te pida consejo sobre su destino, consideres un honor para ti proponerle que se haga Abogado.

			DR. EDUARDO J. COUTURE
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			PARTE I

			DEONTOLOGÍA PROFESIONAL, ORGANIZACIÓN Y EJERCICIO DE LA PROFESIÓN DE LA ABOGACÍA

		

	
		
			TEMA 1

			PRINCIPIOS ESENCIALES DE LA PROFESIÓN DE LA ABOGACÍA

			I. INTRODUCCIÓN

			— El programa de materias para la superación de la prueba de evaluación de la aptitud profesional para el ejercicio de la profesión de abogado ha venido encabezado desde su primera convocatoria por el Ministerio de la Presidencia en el año 2015 por una primera parte relativa a la deontología profesional, organización y ejercicio de la profesión, cuyo primer tema se dedica a los principios que deben orientar la práctica de la abogacía.

			— Con el propósito de facilitar la preparación de estas pruebas se ha pretendido que exista la máxima coincidencia posible entre el programa establecido por el Ministerio y los temas de la presente obra. No obstante, estimamos que la correcta comprensión del universo deontológico que rige la abogacía aconseja que antes de desarrollar los concretos principios a los que se somete el ejercicio de la profesión de abogado, determinemos el sistema de fuentes que los consagra, ya que este constituye, en definitiva, la base necesaria sobre la que se asienta el deontos como conducta moralmente exigible.

			II. FUENTES DE LA DEONTOLOGÍA DEL ABOGADO

			— Cuando pensamos en las normas que informan el ejercicio de la abogacía desde el punto de vista deontológico, solemos imaginar instrumentos emanados de las propias corporaciones y colectivos de abogados para ordenar la actuación diaria de sus profesionales. Ciertamente, en éstos se encuentra la mayor parte de la deontología. Sin embargo, sería erróneo creer que solo se contiene en tales textos, pues ello supondría ignorar que hay ocasiones en que estas normas se ven complementadas o matizadas por disposiciones producidas por entidades distintas de las corporaciones de abogados —señaladamente, el Estado—, así como que también hay aspectos de la deontología profesional que están expresamente contemplados en esas otras disposiciones. Valga como prueba el siguiente extracto del Comentario a la Carta de Principios Esenciales de la Abogacía Europea, adoptada por el Conseil Consultatif des Barreaux Européens (CCBE) el 25 de noviembre de 2006, y aprobada por el Pleno del citado Consejo el 11 de mayo de 2007, donde se declara abiertamente que la mayoría de las abogacías europeas muestran una combinación de normativa estatal y regulación propia:

			Principio (j)–La autorregulación de la abogacía:

			Esta es una de las señas de identidad de una sociedad libre; en las que no lo son, es el Estado quien ejerce el control de la profesión y las actividades de los abogados. La mayoría de las abogacías europeas muestran una combinación de normativa estatal y regulación propia. En muchos casos, el Estado, aun reconociendo la importancia de principios esenciales de la profesión, usa la legislación nacional para darles apoyo, por ejemplo, estableciendo un soporte estatutario a la confidencialidad o dando a los Colegios de Abogados poder para hacer una normativa profesional. […].

			— En coherencia con ello, dentro del sistema de fuentes de la deontología del abogado es posible distinguir dos categorías (SÁNCHEZ STEWART):

			1) De un lado, las fuentes exógenas. Entre ellas puede citarse, sin ánimo de exhaustividad:

			a) La Constitución Española de 1978 (CE), que, aunque en puridad no recoge normas deontológicas, hace referencia a valores y principios que informan el ejercicio de la profesión. Así ocurre, por ejemplo, con los derechos de toda persona a la intimidad y a no declarar contra sí misma, que en el ámbito de la abogacía conectan, como se verá, con el derecho y el deber de los abogados de guardar secreto profesional. También con el derecho a la defensa y asistencia de letrado, que, como se dirá, engloba el derecho a una defensa libremente expresada.

			b) La Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial (LOPJ), que en el art. 542.2 establece que, en su actuación ante los juzgados y tribunales, los abogados son libres e independientes, se sujetarán al principio de buena fe, gozarán de los derechos inherentes a la dignidad de su función y serán amparados por aquéllos en su libertad de expresión y defensa; y en el apartado 3 declara que los abogados deberán guardar secreto de todos los hechos o noticias de que conozcan por razón de cualquiera de las modalidades de su actuación profesional, no pudiendo ser obligados a declarar sobre los mismos.

			c) La Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (LEC), que en el art. 371 prevé la posibilidad de que un testigo guarde secreto por motivo de su profesión.

			d) La Ley de Enjuiciamiento Criminal (LECrim), que en el art. 416.2 exime al abogado del deber de declarar como testigo por hechos que el procesado le hubiese confiado en su calidad de defensor.

			e) El Código Penal (CP), que tipifica como delito diversos comportamientos que entroncan con principios que rigen el ejercicio de la abogacía, como, por ejemplo, divulgar los secretos de otra persona con incumplimiento de la obligación de sigilo o reserva (art. 199.2); manipular las pruebas en que se pretendan fundar alegaciones o emplear otro fraude procesal análogo en un procedimiento judicial de cualquier clase, provocando error en el juez o tribunal y llevándole a dictar una resolución que perjudique los intereses económicos de la otra parte o de un tercero (art. 250.1.7); presentar en juicio o hacer uso de un documento falso para perjudicar a otro, a sabiendas de su falsedad (arts. 393 y 396); presentar adrede testigos falsos o peritos o intérpretes mendaces (art. 461.2); y defender o representar en el mismo asunto a quien tenga intereses contrarios con otra persona a la que el abogado haya asesorado o respecto de la que haya asumido la defensa o representación, sin el consentimiento de ésta (art. 467.1).

			f) También puede mencionarse la Carta de Derechos de los Ciudadanos ante la Justicia, aprobada por el Congreso de los Diputados el 16 de abril de 2002, como proposición no de Ley, cuyo capítulo tercero se ocupa de las relaciones entre abogado y cliente, los derechos de este último y, en consecuencia, las obligaciones de aquél.

			2) De otro lado, las fuentes endógenas o corporativas, en las que se ubican la mayor parte de las normas deontológicas de la profesión. Entre éstas cabe destacar:

			a) El Código de Deontología de los Abogados en la Unión Europea (CDAUE), aprobado el 28 de octubre de 1988, por el máximo órgano representativo de la abogacía ante las instituciones de la Unión Europea, el ya mencionado CCBE, con el objeto de establecer unas normas comunes de actuación aplicables a todo abogado de la Unión Europea y del Espacio Económico Europeo en el ejercicio transfronterizo de la profesión, cualquiera que sea el Colegio de Abogados al que pertenezca, y otras básicas que representan las garantías mínimas exigibles para posibilitar el derecho de defensa de una forma efectiva.

			b) El Estatuto General de la Abogacía Española (EGAE), aprobado mediante Real Decreto 135/2021, de 2 de marzo.

			c) El Código Deontológico de la Abogacía Española (CDAE), aprobado por el Pleno del Consejo General de la Abogacía Española (CGAE) el 6 de marzo de 2019, con el carácter de norma básica susceptible de ser desarrollada y adecuada a los intereses en juego en su respectivo ámbito territorial por los Consejos Autonómicos y por los Colegios de Abogados.

			d) Los códigos que, en su caso, tengan aprobados los Consejos Autonómicos de Colegios de Abogados.

			En este sentido se expresa el art. 1.1 CDAE, que tras declarar que los hombres y mujeres que ejercen la abogacía están obligados a respetar la deontología inspirada en los principios éticos de la profesión, establece que las fuentes principales se encuentran en el EGAE, en el CDAUE, en el CDAE y en los códigos, que, en su caso, tuvieren aprobados los Consejos Autonómicos. No obstante, a fin de lograr la visión más completa posible del universo deontológico del abogado, no está de más hacer referencia a otras tres disposiciones que también informan su actuación en nuestro país:

			a) La ya citada Carta de Principios Esenciales de la Abogacía Europea, adoptada por el CCBE el 25 de noviembre de 2006, que establece el marco común de principios que subyace en las normas nacionales e internacionales que regulan la conducta de los abogados europeos, y cuyo contenido consta desarrollado en el Comentario a la Carta aprobado en la sesión plenaria del CCBE de 11 de mayo de 2007.

			b) La Carta de Turín sobre el ejercicio de la abogacía en el siglo XXI, adoptada el 27 de octubre de 2002, por la Union Internationale des Avocats (UIA) —asociación de carácter internacional de la que el CGAE y diversos Colegios de Abogados de España son miembros— con el fin de reivindicar la importancia del abogado en la administración de la Justicia y la necesaria univocidad de los principios fundamentales sobre los que se sustenta su actividad diaria.

			c) La Carta de Principios Esenciales de la Profesión de Abogado, adoptada el 30 de octubre de 2018, por la citada UIA con el propósito, según su Memorando explicativo, de relacionar la base común de reglas nacionales e internacionales que rigen la profesión del abogado a nivel global.

			— Como se habrá advertido, los instrumentos que componen el sistema de fuentes de la deontología profesional del abogado son de diversa naturaleza. Así, mientras que la CE es la norma suprema y fundamental de nuestro ordenamiento jurídico de la que derivan todas las demás; la LOPJ, la LEC, la LECrim y el CP son normas producidas por el Estado en el ejercicio de la potestad legislativa que tienen vocación de universalidad; la Carta de Derechos de los Ciudadanos ante la Justicia es un instrumento esencialmente político; y las fuentes deontológicas endógenas son disposiciones corporativas que únicamente afectan a quienes ejercen la abogacía, aunque pueden ser invocadas por cualquiera para exigir del abogado un quehacer ajustado a lo mandado por la deontología profesional (CARNICER DÍEZ).

			III. PRINCIPIOS RECTORES DE LA ACTUACIÓN DEL ABOGADO

			— Sentado cuanto antecede, procede ahora identificar los principios que deben orientar la actuación del abogado. La doctrina que se ha ocupado de la cuestión no siempre es coincidente a la hora de enunciarlos, de manera que si se examinan varias obras que aborden la materia se verá que no existe un listado único. Tampoco existe coincidencia en las enumeraciones de principios o valores esenciales que se contienen, por ejemplo, en el EGAE y en el CDAE. En este contexto, hemos optado por realizar un análisis cruzado de todas las fuentes citadas en el apartado anterior para ofrecer una imagen lo más completa posible de los principios esenciales de la profesión de abogado, que de conformidad con los instrumentos consultados resultan ser la independencia, la libertad, la dignidad, la confianza y la integridad, la competencia y la diligencia en la prestación del servicio, el secreto profesional, la transparencia y la colegialidad.

			1. LA INDEPENDENCIA

			— El principio de independencia está reconocido en la totalidad de las fuentes deontológicas endógenas de la abogacía. No podría ser de otra manera, pues resulta evidente que sin tal independencia sería imposible que los abogados desarrollen adecuadamente su papel de actores en la función pública de la Administración de Justicia:

			a) Así, el CDAUE declara en su apartado 2.1.1 que la diversidad de obligaciones a las que el abogado se encuentra sometido le imponen una independencia absoluta, libre de cualquier presión, sobre todo de la que pueda surgir de sus propios intereses o de influencias exteriores. Una independencia que, según sus propias palabras, es necesaria para mantener la confianza en la Justicia y en la imparcialidad del juez. Por este motivo, el apartado 2.1.1 CDAUE determina que el abogado debe evitar todo ataque a su independencia y velar por no comprometer los valores de la profesión por complacer a su cliente, al juez o a terceros; el apartado 2.1.2 aclara que la independencia del abogado es necesaria tanto en la actividad judicial como en la extrajudicial, y subraya que el asesoramiento dado al cliente no tendrá ningún valor si ha sido únicamente por autocomplacencia, por interés personal o bajo la influencia de una presión exterior; y el apartado 2.5.1 establece que, con el fin de que el abogado pueda desarrollar sus funciones con la independencia requerida y conforme a su deber de colaboración con la Administración de Justicia, puede prohibírsele el ejercicio de ciertas funciones o profesiones.

			b) La Carta de Principios Esenciales de la Abogacía Europea, por su parte, nombra la independencia como uno de los citados principios fundamentales. Y, al hilo de ello, el Comentario a la Carta explica que el abogado debe ser libre política, económica e intelectualmente en el ejercicio de su actividad como asesor y representante del cliente. Se dice, en concreto, que el abogado debe ser independiente del Estado y de otros grupos de poder, que no debe permitir que su independencia se vea comprometida por las presiones indebidas de intereses económicos o de sus propios socios, y que también debe ser independiente de sus clientes, puesto que no solo ostenta la confianza de éstos, sino de terceras partes y de los tribunales. De otra manera, según el Comentario, no podría haber garantías sobre la calidad de su trabajo como abogado.

			c) En la misma línea, la Carta de Turín sobre el ejercicio de la abogacía en el siglo XXI expresa que el abogado tiene el derecho de ejercer su actividad con total independencia, sin sujeción a presiones, restricciones, prejuicios ni discriminaciones de ningún tipo, así como el deber de preservar tal independencia, evitando situaciones en las que su actividad pudiera verse afectada por intereses divergentes de los de su mandante. En coherencia con ello, señala que el abogado tiene el deber de rechazar cualquier encargo que considere que no puede llevar a cabo con independencia.

			d) La Carta de Principios Esenciales de la Profesión de Abogado también recoge la independencia con esta categoría tan elevada. Y, en relación con ella, manifiesta que el abogado debe preservar su independencia profesional e intelectual frente a los jueces, los poderes públicos, los intereses económicos, los compañeros, los clientes e, incluso, frente a sus propios intereses. De hecho, en sintonía con esta aseveración, dispone que el abogado debe evitar los conflictos de intereses, estando obligado a rechazar un asunto o a cesar en su actuación cuando exista o pueda existir tal conflicto entre dos o más clientes, o cuando un cliente tenga intereses contrarios a los del propio abogado o que puedan confundirse con los de éste.

			e) En el plano nacional, el EGAE, en su Preámbulo, declara que la independencia es una máxima irrenunciable del abogado; en el art. 1.1, rubricado La Abogacía y sus principios rectores dispone que ésta es una profesión libre e independiente que asegura la efectividad del derecho fundamental de defensa y asistencia letrada y se constituye en garantía de los derechos y libertades de las personas; y en el apartado 3 del mismo artículo califica la independencia como uno de los principios rectores y valores superiores de la abogacía. Además de estas previsiones, el EGAE contiene otras muchas en las que hace referencia a la independencia del abogado al hilo de la regulación de muy diversas cuestiones. Así, el art. 6.1 señala que la intervención libre e independiente del abogado es garantía de efectividad del derecho fundamental de defensa; el art. 6.2, que los Colegios de Abogados, los Consejos Autonómicos y el CGAE, en el ámbito de sus respectivas competencias, velarán y garantizarán la eficacia y correcto ejercicio del derecho de defensa, removiendo los obstáculos que dificulten la intervención libre e independiente del abogado; el art. 10.1 dispone que, antes de iniciar su ejercicio profesional, los abogados prestarán juramento o promesa de acatar la CE y el resto del ordenamiento jurídico y de cumplir las normas deontológicas de la profesión, con libertad e independencia, de buena fe, con lealtad al cliente, respeto a la parte contraria y guardando el secreto profesional; el art. 14.3 declara que en las actuaciones profesionales que lleve a cabo en el ámbito territorial de otro Colegio distinto al de incorporación, el abogado estará sujeto a las normas de actuación, deontología y régimen disciplinario de aquél, que protegerá su libertad e independencia, conforme al art. 3.3 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales (LCP); el art. 20.1 indica que la publicidad que realicen los abogados respetará en todo caso la independencia, además de otros principios esenciales y valores superiores de la profesión; el art. 31.1 expresa que los abogados desempeñarán las funciones propias de la asistencia jurídica gratuita y de oficio con la libertad, independencia y diligencia profesionales que les son propias y conforme a las normas deontológicas que rigen la profesión y a la normativa reguladora de la asistencia jurídica gratuita; el art. 36.2, al regular el ejercicio de la abogacía en régimen de colaboración profesional, establece que el abogado colaborador actuará con plena independencia y libertad; el art. 39, al regular el ejercicio como abogado de empresa, precisa que en el contrato de trabajo habrán de respetarse, entre otros principios, el de independencia; el art. 47, al regular las relaciones entre abogados y clientes, señala que la independencia y la libertad son principios rectores de la profesión que deben orientar en todo momento la actuación del abogado, cualquiera que sea la forma en que ejerza la profesión; que el abogado deberá rechazar la realización de actuaciones que puedan comprometer su independencia y libertad; y que realizará, con plena libertad e independencia y bajo su responsabilidad, las actividades profesionales que le imponga la defensa del asunto que le haya sido encomendado, ateniéndose a las exigencias técnicas y deontológicas adecuadas a la tutela jurídica del asunto; el art. 50.2, también referido a las relaciones entre abogado y cliente, declara que aquél podrá cesar en su intervención profesional cuando surjan discrepancias con su cliente y deberá hacerlo cuando concurran circunstancias que afecten a su independencia y libertad en la defensa o al deber de secreto profesional; el art. 58, relativo a las relaciones entre los abogados y la Administración de Justicia, señala, por una parte, que en su actuación ante los juzgados y tribunales los abogados son libres e independientes, y, por otra parte, que si consideran que la autoridad, juez o tribunal coarta la independencia y libertad necesarias para cumplir sus deberes profesionales, podrán hacerlo constar así ante el propio juzgado o tribunal y dar cuenta a la Junta de Gobierno, que, si estimare fundada la queja, adoptará medidas activas para amparar la libertad, independencia y dignidad profesionales; el art. 86.b), por poner un último ejemplo, declara que los colegiados tienen derecho, en los términos previstos en los estatutos particulares de cada Colegio, a recabar de los Colegios el amparo de su independencia en la actuación profesional, entre otros valores.

			f) El CDAE reconoce expresamente en su Preámbulo la independencia como uno de los valores fundamentales en el ejercicio de la profesión, y dedica el art. 2 a desarrollar su contenido. En él afirma que la independencia de quienes ejercen la abogacía es una exigencia del Estado de Derecho y del efectivo derecho de defensa del justiciable y de la ciudadanía. Por esta razón, califica la independencia como un derecho y un deber del abogado, y declara que para que éste pueda asesorar y defender adecuadamente los legítimos intereses del cliente, debe respetarse el derecho y el deber del abogado de preservar su independencia frente a toda clase de injerencias y frente a intereses propios o ajenos. En sintonía con ello, el apartado 3 del art. 2 precisa que el abogado debe conservar su independencia frente a presiones o exigencias que puedan provenir de poderes públicos, económicos o fácticos, de órganos jurisdiccionales, del cliente, o, incluso, de los colaboradores o integrantes del despacho; y el apartado 4, que, en virtud del principio de independencia, el abogado puede no aceptar encargos o rechazar instrucciones que, en contra de sus propios criterios profesionales, pretendan imponerle el cliente, los miembros del despacho, los otros profesionales con los que colabore o cualquier otra persona, entidad o corriente de opinión, debiendo cesar en el asesoramiento o defensa del asunto cuando considere que no puede actuar con total independencia, evitando, en todo caso, la indefensión del cliente. Además, el CDAE presta atención al principio de independencia en otros preceptos. En concreto, en los que regula la publicidad del abogado y las relaciones de éste con los órganos jurisdiccionales, con sus compañeros de profesión y con los clientes. Así, el art. 6.2 dispone que la publicidad que el abogado realice de sus servicios profesionales debe respetar la independencia, entre otros principios esenciales y valores superiores de la profesión; el art. 10.2.f), que el abogado, en sus relaciones con los órganos jurisdiccionales, queda obligado a mantener su independencia en el ejercicio del derecho de defensa, con absoluta corrección, debiendo poner en conocimiento del tribunal correspondiente y del Colegio cualquier injerencia; el art. 11.4 prevé que, en sus relaciones con otros abogados, debe exigir que los clientes respeten la independencia del contrario; el art. 12.A.5 establece la obligatoriedad de abstenerse o cesar en la intervención cuando surjan discrepancias con el cliente y concurran circunstancias que puedan afectar, entre otras cosas, a la independencia en la defensa o asesoramiento o que comporten objetivamente un conflicto de intereses; el art. 12.B.2.d) declara que el abogado debe poner en conocimiento del cliente todas aquellas situaciones que aparentemente pudieran afectar a su independencia, como relaciones familiares, de amistad, económicas o financieras con la parte contraria o con sus representantes; el art. 12.C, como último ejemplo, prescribe que en caso de conflicto de intereses entre dos o más clientes, el abogado debe renunciar a la defensa o al asesoramiento de ambos, para la obligada preservación de la independencia, salvo autorización expresa de todos para intervenir a favor de cualquiera de ellos; prohíbe ocuparse de los asuntos de un conjunto de clientes afectados por una misma situación cuando, entre otras circunstancias, surja un conflicto de intereses entre ellos o pueda estar afectada su independencia; y ordena no aceptar el encargo de un asunto cuando la parte contraria o un colega de profesión haya realizado al abogado una consulta referida al mismo asunto en virtud de la cual que haya adquirido una información que pueda poner en peligro su independencia, entre otros valores.

			g) El principio de independencia también puede encontrarse en fuentes exógenas como el art. 542.2 LOPJ, que, como ya se ha anticipado, establece que, en su actuación ante los juzgados y tribunales, los abogados son libres e independientes.

			— Del examen de las disposiciones anteriores se desprende, por tanto, que la independencia se alza como un derecho y un deber del abogado que debe preservar frente a cualquier tipo de agente externo y frente a sus propios intereses.

			2. LA LIBERTAD

			— Las fuentes deontológicas de la abogacía también consagran la libertad como uno de los principios fundamentales en el ejercicio de la profesión, aunque no siempre de forma autónoma respecto del principio de independencia. La razón parece ser la identificación de ambas virtudes o la subsunción de la primera en la segunda, lo que estimamos incorrecto porque sus implicaciones y propósitos no parecen plenamente coincidentes. En efecto, como ha señalado la doctrina (en particular, GARRIDO SUÁREZ), el principio de independencia busca «mantener el ejercicio de la abogacía exento de cualquier injerencia, presión o manipulación», mientras que el principio de libertad pretende sobre todo «garantizar una libertad de actuación, de pensamiento y de expresión».

			— Ya sea de manera separada a la independencia o confundida con ésta, la libertad como valor esencial del abogado puede verse en las siguientes fuentes deontológicas:

			a) El CDAUE, que reconoce implícitamente la libertad del abogado para cesar la prestación de sus servicios al establecer, en el apartado 3.1.4, que no podrá ejercer su derecho de apartarse de un asunto cuando deje al cliente en circunstancias que le impidan encontrar la ayuda de otro compañero con la antelación suficiente para evitar que pueda sufrir un perjuicio.

			b) La Carta de Principios Esenciales de la Abogacía Europea, que cita expresamente entre tales principios la libertad del abogado de garantizar la defensa y el asesoramiento del cliente. El Comentario a la Carta desarrolla su contenido de manera conjunta con el de la independencia, limitándose a señalar, como hemos expuesto en el epígrafe anterior, que el abogado debe ser libre política, económica e intelectualmente en el ejercicio de su actividad como asesor y representante del cliente.

			c) La Carta de Turín sobre el ejercicio de la abogacía en el siglo XXI también reconoce la libertad como un valor fundamental de la profesión, pues estipula que el abogado tiene el derecho de aceptar o rechazar un encargo con total libertad, sin que su decisión pueda considerarse, en caso de aceptación, una identificación con la postura de su mandante.

			d) Lo mismo cabe decir de la Carta de Principios Esenciales de la Profesión de Abogado, que declara que éste es libre de aceptar o no una causa, a salvo de las excepciones previstas por la Ley para asegurar la defensa de personas carentes de medios económicos o para asegurar la regularidad de los procedimientos; y, además, dispone que el abogado defiende a su cliente con toda libertad, cumpliendo las reglas de procedimiento y los usos en vigor ante la jurisdicción competente, al tiempo que demuestra respeto y lealtad hacia el juez.

			e) En el ámbito nacional, la libertad como un principio o valor esencial de la abogacía puede verse en diversos puntos del EGAE. Entre ellos destacan los apartados 1 y 3 de su art. 1, en los que se define la abogacía, según hemos visto, como una profesión libre e independiente, y se menciona la libertad entre los principios rectores y valor superiores de la misma. Sin embargo, la libertad, como dijimos al hablar de la independencia, también puede verse en otros muchos artículos, algunos de los cuales ya hemos citado. Así, por ejemplo, en el art. 1.2, que establece que la abogacía se ejerce en régimen de libre y leal competencia; en el art. 6.1, que declara que la intervención libre e independiente del abogado es garantía de efectividad del derecho fundamental de defensa; en el art. 6.2, que dispone que los Colegios de Abogados, los Consejos Autonómicos y el CGAE, en el ámbito de sus respectivas competencias, velarán y garantizarán la eficacia y correcto ejercicio del derecho de defensa, removiendo los obstáculos que dificulten la intervención libre e independiente del abogado; en el art. 10.1, que señala que antes de iniciar su ejercicio profesional, los abogados prestarán juramento o promesa de acatar la CE y el resto del ordenamiento jurídico y de cumplir las normas deontológicas de la profesión, con libertad e independencia, entre otros valores; en el art. 14.1, que declara, por un lado, que el abogado incorporado a cualquier Colegio de Abogados de España podrá prestar sus servicios profesionales libremente en todo el territorio del Estado, con igualdad de facultades y deberes, así como en el resto de los Estados miembros de la Unión Europea y en los demás países con arreglo a las normas, tratados o convenios internacionales aplicables, y reconoce, por otro, que los abogados de otros países podrán hacerlo en España conforme a la normativa vigente; en el art. 14.2, que prevé que para actuar profesionalmente en el ámbito territorial de cualquier Colegio distinto de aquel al que estuviere incorporado, no podrá exigirse al abogado habilitación alguna, ni el pago de contraprestaciones económicas distintas de aquellas que también se exijan a los propios colegiados por la prestación de servicios de que sean beneficiarios y que no se encuentren cubiertos por la cuota colegial; en el art. 14.3, según el cual, en las actuaciones profesionales que lleve a cabo en el ámbito territorial de otro Colegio distinto al de incorporación, el abogado estará sujeto a las normas de actuación, deontología y régimen disciplinario de aquél, que protegerá su libertad e independencia, conforme al art. 3.3 LCP; en el art. 19, que establece que el abogado podrá realizar libremente publicidad de sus servicios, con pleno respeto de la legislación sobre publicidad, defensa de la competencia y competencia desleal, así como del EGAE y de los Códigos deontológicos que resulten aplicables; en el art. 20.1, que dispone que la publicidad que realicen los abogados debe respetar en todo caso la libertad, entre otros principios esenciales y valores superiores de la profesión; en el art. 26, que señala que la cuantía de los honorarios será libremente convenida entre el cliente y el abogado con respeto a las normas deontológicas y sobre defensa de la competencia y competencia desleal; en el art. 31.1, que indica que los abogados desempeñarán las funciones propias de la asistencia jurídica gratuita y de oficio con la libertad, independencia y diligencia profesionales que les son propias y conforme a las normas deontológicas que rigen la profesión y a la normativa reguladora de la asistencia jurídica gratuita; en el art. 32, que aclara que los abogados establecidos con carácter permanente en un Estado miembro de la Unión Europea podrán desarrollar libremente en España en régimen de prestación ocasional las actividades propias de la abogacía, en las condiciones que se regulan en la normativa vigente; en el art. 36.2, que, al regular el ejercicio de la abogacía en régimen de colaboración profesional, establece que el abogado colaborador actuará con plena independencia y libertad; en los apartados 1 y 4 del art. 47, en los que se recuerda que la independencia y la libertad son principios rectores de la profesión que deben orientar en todo momento la actuación del abogado, cualquiera que sea la forma en que ejerza la profesión; se indica que el abogado deberá rechazar la realización de actuaciones que puedan comprometer su independencia y libertad; y se subraya que el abogado realizará, con plena libertad e independencia y bajo su responsabilidad, las actividades profesionales que le imponga la defensa del asunto que le haya sido encomendado, ateniéndose a las exigencias técnicas y deontológicas adecuadas a la tutela jurídica del asunto; en el art. 50.1, que reconoce que el abogado tendrá plena libertad para aceptar o rechazar la dirección de cualquier asunto que le sea encomendado; en el art. 50.2, que prevé que el abogado podrá cesar en su intervención profesional cuando surjan discrepancias con su cliente y deberá hacerlo cuando concurran circunstancias que afecten a su independencia y libertad en la defensa o al deber de secreto profesional; en el art. 55.2, que prevé que el abogado, en su intervención ante los órganos jurisdiccionales, deberá guardar el debido respeto a dichos órganos y a los abogados defensores de las demás partes; en los dos primeros apartados del art. 58, que disponen, de una parte, que en su actuación ante los juzgados y tribunales los abogados son libres e independientes, gozarán de los derechos inherentes a la dignidad de su función y podrán solicitar ser amparados en su libertad de expresión y defensa, en los términos previstos en las normas aplicables, y establecen, de otra parte, que si el abogado considera que la autoridad, juez o tribunal coarta la independencia y libertad necesarias para cumplir sus deberes profesionales, o que no guarda la consideración debida a su función, podrá hacerlo constar así ante el propio juzgado o tribunal y dar cuenta a la Junta de Gobierno, que, si estimare fundada la queja, adoptará medidas activas para amparar la libertad, independencia y dignidad profesionales; en el art. 59.1, que dispone que los abogados deben mantener recíproca lealtad y respeto mutuo; en el art. 59.2.b), según el cual, en todo caso, los abogados están obligados en las relaciones con otros compañeros a mantener el más absoluto respeto por el abogado de la parte contraria, evitando toda alusión personal en los escritos judiciales, informes orales y cualquier comunicación oral o escrita; en el art. 63.2.c), que establece que los abogados tutores de prácticas externas están obligados a mantener el debido respeto y consideración a los alumnos; y en el en el art. 86.b), que recoge el derecho de los colegiados, en los términos previstos en los estatutos particulares de cada Colegio, a recabar del Colegio el amparo de su libertad de actuación profesional, entre otros valores.

			f) El CDAE reconoce explícitamente en su Preámbulo la libertad como valor fundamental en el ejercicio de la profesión de abogado. Además, desarrolla su contenido en el art. 3, que lleva por rúbrica: Libertades de defensa y de expresión. En él declara que quienes ejercen la abogacía tienen el derecho a la plena libertad de defensa y el deber de defender y asesorar libremente a sus clientes; hace alusión a la libertad de expresión del abogado, que dice estar especialmente amparada por la CE, la LOPJ y demás legislación que pueda resultar aplicable; recuerda que la libertad de expresión no legitima el insulto ni la descalificación gratuita y que la libertad de defensa no ampara la utilización de medios ilícitos ni el fraude como forma de eludir las leyes; y subraya que ambas libertades se deben ejercer conforme al principio de buena fe y a las normas de la correcta práctica profesional, procurando siempre la concordia, haciendo uso de cuantos remedios o recursos establece la normativa vigente, y exigiendo tanto de las autoridades, como de los Colegios, todas las medidas de ayuda en su función que les sean legalmente debidas. Por lo demás, la libertad también puede verse en otros preceptos del CDAE. Así, el art. 6.2 dispone que la publicidad del abogado debe respetar, entre otras virtudes, la libertad como principio esencial y valor superior de la profesión; en íntima relación con la libertad de expresión, el art. 10.2 CDAE, en las letras a) y c), exige al abogado guardar respeto en sus relaciones con los órganos jurisdiccionales y cuantos intervinieren en la Administración de Justicia; el art. 10.3 extiende este deber a sus relaciones con árbitros; los apartados 1, 3 y 4 del art. 11 establecen que los abogados, en sus relaciones con otros profesionales de la abogacía, deben mantener relaciones de recíproca lealtad, respeto mutuo y compañerismo; que en los escritos judiciales, en los informes orales y en cualquier comunicación escrita u oral, debe mantenerse siempre el más absoluto respeto a quien defiende a las demás partes, evitando toda alusión personal; y que debe exigirse a los clientes que respeten la libertad del abogado contrario; el art. 13.3, por poner un último ejemplo, reclama al abogado un trato considerado y cortés con la parte contraria, evitando cualquier acto que pueda determinar para ella una lesión injusta.

			g) Como colofón, la libertad del abogado en el desempeño de sus cometidos puede verse también en el art. 542.2 LOPJ, que establece que los abogados son libres e independientes en su actuación ante los juzgados y tribunales, y serán amparados por éstos en su libertad de expresión y defensa.

			— De acuerdo con cuanto antecede, en el ámbito de la abogacía la libertad puede manifestarse de cuatro formas diferentes: primero, como libertad para asumir la dirección de un asunto y cesar en la relación profesional; segundo, como libertad de desplazamiento; tercero, como libertad de pensamiento; y cuarto, como libertad de expresión. La libertad para aceptar un asunto o rechazarlo, así como para, una vez aceptado, cesar en la defensa, constituye, según expresa el Preámbulo del CDAE, una libérrima decisión que garantiza permanentemente la independencia del letrado y que se corresponde con la que tiene el ciudadano para designar al abogado de su elección en cualquier momento. Ahora bien, como es lógico, esta libertad no es absoluta. De hecho, su accionamiento está sujeto a dos limitaciones: por un lado, la asistencia jurídica gratuita, en la que el Colegio de Abogados designa de oficio a uno de sus colegiados para defender los intereses del beneficiario de la institución, sin que el abogado pueda negarse a la asunción del caso más que justificando la concurrencia de alguna de las causas tipificadas normativamente; por otro lado, la preservación del derecho de defensa del cliente, que exige al abogado responsabilidad y prudencia al tomar o declinar un asunto o extinguir su participación para evitar situaciones de indefensión, de vacío de asistencia jurídica efectiva, entre la terminación de la actuación del abogado sustituido y el inicio de la del sustituto. La libertad de desplazamiento, por su parte, supone la inexistencia de barreras fronterizas en el ejercicio de la abogacía, de tal manera que, como expresa el art. 14.1 EGAE —consta más atrás—, un abogado incorporado a cualquier Colegio de Abogados de España podrá prestar sus servicios libremente en todo el territorio del Estado, con igualdad de facultades y deberes, así como en el resto de los Estados miembros de la Unión Europea y en los demás países con arreglo a las normas, tratados o convenios internacionales aplicables, del mismo modo que los abogados de otros países podrán hacerlo en España conforme a lo dispuesto en la normativa vigente. La libertad de pensamiento estaría referida a la libertad de organización del despacho y la libertad para dirigir técnicamente un asunto. Ambas son predicables con toda seguridad de los abogados que trabajan por cuenta propia. Sin embargo, por lo que hace a los abogados que trabajan por cuenta ajena, la libertad de organizar el despacho es inexistente, pues no son los titulares (GARRIDO SUÁREZ); y la libertad para la ordenación técnica de un caso no es, al menos en teoría, plena, toda vez que caen bajo el poder de dirección de los titulares de los despachos que los tienen contratados —léase, en este sentido, el art. 6 del Real Decreto 1.331/2006, de 17 de noviembre, que, como se explicará en el Tema 5, indica que corresponde a los titulares del despacho la organización, planificación y dirección del trabajo de los abogados que trabajen en él, así como dar las órdenes o instrucciones oportunas sobre la forma en que se hayan de prestar los servicios profesionales—. Finalmente, la libertad de expresión del abogado es, en palabras de la Sentencia del Tribunal Constitucional 157/1996, de 15 de octubre (rec. 2563/1993), parte esencial e imprescindible de la función de defensa que desempeña, pues es evidente que el derecho a la defensa y asistencia letrada reconocido en el art. 24.2 CE implica, entre otras cosas, el derecho a una defensa libremente expresada. La libertad de expresión del abogado en el ejercicio de su función de defensa debe ser concebida, por tanto, como un supuesto particularmente cualificado de esta libertad fundamental. Sin embargo, solo alcanza a aquellas expresiones que se ajusten a la finalidad que justifica su régimen especialmente reforzado —el ejercicio del derecho de defensa— y sean respetuosas con las demás partes del procedimiento y los jueces y tribunales. En este punto resultan particularmente ilustrativos los artículos del EGAE y del CDAE que reclaman del abogado el despliegue de un trato respetuoso, considerado y cortés con los órganos jurisdiccionales, con otros abogados y con la parte contraria.

			3. LA DIGNIDAD

			— La dignidad, entendida como cualidad de digno, y como gravedad y decoro en la manera de comportarse, aparece con la categoría de principio o virtud esencial en las siguientes fuentes deontológicas:

			a) La Carta de Principios Esenciales de la Abogacía Europea, que recoge expresamente las notas de dignidad, honor e integridad como cualidades con tan alta condición. A este respecto, el Comentario a la Carta dice que el abogado no debe hacer nada que dañe su reputación o la de la profesión, vista la confianza general depositada en la misma. Cosa, dicho sea de paso, que no significa que el abogado deba tener un comportamiento perfecto, sino, según explica el Comentario, que no debe tener una conducta vergonzosa, ni en su ejercicio como abogado ni en los negocios o en la vida privada, ya que deshonraría a la profesión en general.

			b) La Carta de Turín sobre el ejercicio de la abogacía en el siglo XXI también recoge la dignidad como un valor esencial de la profesión, pues declara que el abogado tiene derecho a que su función sea reconocida y protegida por la sociedad y por los órganos del poder; y manifiesta que el abogado, en sus relaciones con el último de los poderes mencionados, tiene derecho a que el juez reconozca la importancia de su función en el debate judicial, a la vez que le exige el deber de adoptar un comportamiento honorable y digno hacia el juez.

			c) La Carta de Principios Esenciales de la Profesión de Abogado, por su parte, reconoce la dignidad, la probidad, la lealtad y la diligencia con la categoría de tales principios, y señala, en términos muy parecidos a la primera disposición referenciada, que el abogado no debe actuar nunca dañando su reputación, el prestigio de la profesión o la confianza depositada en la misma.

			d) A nivel nacional, el EGAE, en el Preámbulo, considera la dignidad una máxima irrenunciable del abogado, y en el art. 1.3 señala que es uno de los principios rectores y valores superiores de la abogacía. Además, el principio o valor de dignidad puede observarse en otros puntos de su articulado. Por ejemplo, en el art. 1.4, que establece que los abogados deben ser personas de reconocida honorabilidad y que, en consecuencia, han de observar una trayectoria de respeto a las leyes, a los principios rectores y valores superiores de la abogacía, a las normas deontológicas y a las buenas prácticas profesionales; en el art. 13.2, que, al regular la rehabilitación del abogado sancionado con expulsión del Colegio, dispone que la rehabilitación exigirá, entre otros requisitos, no haber incurrido en causa de indignidad o desprecio de los valores y obligaciones profesionales y deontológicas; en el art. 20.1, que declara que la publicidad que realicen los abogados respetará en todo caso la dignidad, entre otros valores; en el art. 56.1, que dispone que los abogados tendrán derecho a intervenir ante los juzgados y tribunales de cualquier jurisdicción sentados en el estrado, preferentemente, al mismo nivel en que se halle instalado el órgano jurisdiccional ante el que actúen y vistiendo toga, adecuando su indumentaria a la dignidad de su función; en el art. 58, que en los apartados 1 y 2 señala, por un lado, que en su actuación ante los juzgados y tribunales los abogados son libres e independientes, gozarán de los derechos inherentes a la dignidad de su función y podrán solicitar ser amparados en su libertad de expresión y defensa, en los términos previstos en las normas aplicables, y, por otro lado, indica que si el abogado considera que la autoridad, juez o tribunal coarta la independencia y libertad necesarias para cumplir sus deberes profesionales, o que no guarda la consideración debida a su función, podrá hacerlo constar así ante el propio juzgado o tribunal y dar cuenta a la Junta de Gobierno, que, si estimare fundada la queja, adoptará medidas activas para amparar la libertad, independencia y dignidad profesionales; en el art. 86.b), que dice que el colegiado tiene derecho, en los términos previstos en los estatutos particulares de cada Colegio, a recabar del Colegio el amparo de su dignidad, entre otros valores; y en el art. 125, apartados s) y u), que califican como infracción grave la embriaguez o consumo de drogas cuando afecten al ejercicio de la profesión, y, en general, los actos u omisiones que constituyan ofensa grave a la dignidad de la profesión y a las reglas que la gobiernan, conforme a lo establecido en el EGAE y otras normas legales.

			e) El CDAE califica la dignidad como uno de los valores fundamentales en el ejercicio de la abogacía. En concreto, lo hace en su Preámbulo, donde declara, por añadidura, que la dignidad debe impregnar todas las actividades profesionales del abogado; que éste ha de preservar no solo la propia, sino también la de sus clientes, compañeros y contrarios; y que debe tratar a todos ellos con distinción, deferencia y respeto, sin olvidar que sus actuaciones repercuten en toda la profesión. Además, el CDAE contempla la nota de dignidad en varios de sus preceptos. Por ejemplo, en el art. 6.2, que dispone que la publicidad del abogado debe respetar, entre otras virtudes, la dignidad como principio esencial y valor superior de la profesión, y que ha de ser objetiva, veraz y digna, tanto por su contenido como por los medios empleados; en el art. 8.8, que, al regular la sustitución de un abogado por otro en la dirección de un asunto, declara de especial gravedad que ocurra durante la sustanciación de un acto procesal sin previa comunicación escrita y tempestiva al relevado, por afectar a la eficacia de la defensa y a la dignidad de la profesión; y en el art. 14.2, que tras señalar que los honorarios han de ser percibidos por quien lleve la dirección del asunto, declara contraria a la dignidad de la profesión la partición y distribución de honorarios, a no ser que responda a una colaboración jurídica efectiva, exista ejercicio colectivo de la profesión en cualquiera de las formas asociativas autorizadas, se trate de compensaciones al que se haya separado del despacho colectivo, o constituyan cantidades a abonar a un abogado jubilado o a los herederos de un fallecido.

			f) En cuanto a las fuentes exógenas, cabe traer a colación, nuevamente, el art. 542.2 LOPJ, que establece que, en su actuación ante los juzgados y tribunales, los abogados gozarán de los derechos inherentes a la dignidad de su función.

			— De todo lo expuesto se deduce que en el mundo de la abogacía el principio de dignidad despliega sus efectos en una doble dirección: por un lado, se presenta como un derecho del abogado a ser valorado como pieza fundamental para la administración de la Justicia y a ser tratado con consideración y respeto por los clientes, por los compañeros, por las instituciones colegiales y por los órganos judiciales; por otro lado, se erige como un deber del abogado, que debe cumplir ritualidades, como adecuar su indumentaria a la dignidad de la profesión, y mantener un cierto decoro en su actividad diaria, una trayectoria de respeto a las leyes, a los principios rectores y valores superiores de la abogacía, a las normas deontológicas y a las buenas prácticas profesionales, a fin de no mermar su reputación ni el prestigio de la profesión.

			4. LA CONFIANZA Y LA INTEGRIDAD

			— Valores como la lealtad, la rectitud, la probidad, la honestidad y la integridad, sinónimos todos, pero portadores de carices propios que los individualizan, son sancionados por casi todas las fuentes deontológicas como valores esenciales en la actuación del abogado, en aras de construir relaciones cimentadas en la confianza:

			a) En efecto, el CDAUE establece en su apartado 2.2 que las relaciones de confianza dependen directamente de la inexistencia de cualquier duda sobre la probidad, la honradez, la rectitud o la integridad del abogado, para el que estas virtudes constituyen auténticas obligaciones profesionales. Posteriormente, en los apartados 2.7 y 4.3 perfila la integridad del abogado en relación con los clientes, señalando el primer precepto que tiene la obligación de actuar en defensa de los intereses de su cliente de la mejor manera posible, anteponiéndolos a cualesquiera otros; y el segundo, que el abogado debe defender concienzuda y diligentemente los intereses de su cliente sin tener en cuenta los suyos propios o cualquier consecuencia que se derive para sí mismo o para otra persona. El apartado 4.4 hace lo propio para las relaciones del abogado con los órganos jurisdiccionales, determinando que no debe facilitar a sabiendas a los tribunales una información falsa o que pueda inducir a error. Y el apartado 5.1, por su parte, hace lo mismo para las relaciones entre abogados, indicando, por una parte, que el espíritu y funciones de la profesión requieren una relación de confianza y cooperación entre aquéllos en beneficio del cliente y con el fin de evitar procedimientos judiciales innecesarios, y, por otra parte, que el abogado reconocerá como compañero a todo abogado de otro Estado miembro y se comportará con él de forma leal. Además, las notas de integridad y honradez también pueden verse en el apartado 2.6.1, que, al regular la publicidad del abogado, dispone que podrá informar al público sobre sus servicios siempre que la información no sea desleal o engañosa.

			b) La Carta de Principios Esenciales de la Abogacía Europea enuncia expresamente la lealtad del abogado respecto a su cliente como uno de los citados principios fundamentales. El Comentario a la Carta declara que la lealtad hacia el cliente es la esencia del rol de abogado, pues el aquél debe poder confiar en el abogado como asesor y como representante. Para ello, según el Comentario, el abogado debe ser independiente, evitar conflictos de intereses, garantizar la confidencialidad de las informaciones recibidas de los clientes, y, cabe añadir, darles un tratamiento justo en materia de honorarios, presentándoselos de manera desglosada, en importe razonable y con pleno cumplimiento de las normas que rigen la profesión. No obstante, el Comentario a la Carta va más allá, y reconoce que las virtudes de lealtad o integridad se reflejan no solo en las relaciones del abogado con sus clientes, sino también en las relaciones con otros abogados y con los órganos jurisdiccionales. En este sentido, declara que el abogado debe actuar con claridad y de buena fe en sus relaciones con los demás, sin dar informaciones falsas a los tribunales de forma deliberada, mentir a terceras partes en el curso de su actividad profesional y, en definitiva, sin comprometer sus deberes con los colegas de profesión, los tribunales o la Administración de Justicia en el ejercicio de su actuación en nombre del cliente. Y ello, en palabras del Comentario, porque la representación exitosa del cliente depende de si los intervinientes en la administración de la Justicia pueden confiar en el abogado como intermediario y participante dentro de la misma.

			c) La Carta de Principios Esenciales de la Profesión de Abogado, como ya hemos explicado, identifica la dignidad, la probidad, la lealtad y la diligencia con la categoría de tales principios; y señala, al hilo de ellos, que el abogado no debe actuar nunca dañando su reputación, el prestigio de la profesión o la confianza depositada en la misma. Al margen de esta previsión, las notas de confianza, integridad, lealtad o probidad pueden adivinarse en otros puntos de la Carta. En concreto, cuando, al abordar el principio de secreto profesional —que examinaremos más adelante—, señala que tiene como fundamento, entre otras cosas, no traicionar la confianza debida al autor de una confidencia; cuando ordena evitar los conflictos de intereses, pues, según afirma, establece tal exigencia con el fin de respetar la lealtad, entre otros valores; cuando demanda que el abogado mantenga con sus compañeros de profesión un clima de confianza, lealtad, y cooperación; cuando establece que el abogado debe guardar respeto y lealtad hacia el juez; y, por último, cuando prohíbe al abogado dar a sabiendas, al juez o a cualquier otro sujeto, una información falsa o que pueda inducir a error.

			d) El EGAE, en su Preámbulo, declara que la integridad es una de las máximas irrenunciables del abogado, y en el art. 1.3 señala que es uno de los principios rectores y valores superiores de la abogacía. Además, las notas de integridad o lealtad, así como la confianza, pueden apreciarse en otros preceptos que dejan claro que se trata de valores que debe respetar el abogado en su actuación profesional. Así, por ejemplo, el art. 1.2 declara que la abogacía se ejerce en régimen de libre y leal competencia; el art. 10.1 expresa que antes de iniciar su ejercicio profesional, los abogados prestarán juramento o promesa de acatar la CE y el resto del ordenamiento jurídico y de cumplir las normas deontológicas de la profesión, con libertad e independencia, de buena fe, con lealtad al cliente, respeto a la parte contraria y guardando el secreto profesional; el art. 20.1 establece que la publicidad que realicen los abogados respetará en todo caso la integridad, entre otros principios esenciales y valores superiores de la profesión; el art. 21.1 dispone que la confianza y la confidencialidad en las relaciones con el cliente imponen al abogado, de conformidad con lo establecido por la LOPJ, el deber y el derecho de guardar secreto de todos los hechos o noticias que conozca por razón de cualquiera de las modalidades de su actuación profesional, no pudiendo ser obligado a declarar sobre ellos; el art. 47.2 declara que la relación del abogado con el cliente debe fundarse en la recíproca confianza; el art. 51.1 indica que el abogado está obligado a no defender intereses en conflicto con aquellos cuyo asesoramiento o defensa le haya sido encomendada o con los suyos propios y, en especial, a no defraudar la confianza de su cliente; el art. 55.2 establece que en su intervención ante los órganos jurisdiccionales el abogado deberá atenerse en su conducta a la buena fe, prudencia y lealtad; y el art. 59, por poner un último ejemplo, expresa que los abogados deben mantener recíproca lealtad y respeto mutuo.

			e) El CDAE, por su parte, identifica en su Preámbulo la integridad como uno de los valores fundamentales de la abogacía, y explica que la honradez, la probidad, la rectitud, la lealtad, la diligencia y la veracidad son la causa de las necesarias relaciones de confianza con el cliente. En este sentido, el art. 4, rubricado: Confianza e integridad, dispone que la relación del abogado con el cliente se fundamenta en la recíproca confianza y exige una conducta profesional íntegra, honrada, leal, veraz y diligente; que es obligación del abogado no defraudar la confianza del cliente y no defender intereses en conflicto, sean propios o de terceros; y que, en los casos de ejercicio colectivo o en colaboración con otros profesionales, los abogados tendrán el derecho y la obligación de rechazar cualquier intervención que pueda resultar contraria a los principios de confianza e integridad o que pueda implicar conflicto de intereses con otros clientes del despacho, cualquiera que sea el que los atienda. En la misma línea, el art. 12.A.1 dice que la relación con el cliente debe fundarse en la recíproca confianza; el art. 12.A.5, que el abogado está obligado a abstenerse o cesar en su relación profesional con el cliente si concurren circunstancias que puedan afectar, entre otras cosas, a su libertad en la defensa o asesoramiento o que comporten objetivamente un conflicto de intereses; el art. 12.B determina que el abogado debe identificarse ante la persona a la que asesora o defiende antes de iniciar la prestación de servicios y, en todo caso, antes de solicitar el abono de contraprestación alguna, así como que debe informarle sobre distintos extremos relativos al asunto (viabilidad, resultado previsible, evolución, etc.) y a la relación establecida entre ambos (honorarios, derecho a solicitar asistencia jurídica gratuita, situaciones que pudieran afectar a la independencia del abogado, etc.), lo que contribuye a generar y reforzar confianza en el cliente; el art. 12.C.1 declara que el abogado no podrá desempeñar la defensa o el asesoramiento de intereses contrapuestos con otros que se esté o haya estado defendiendo o asesorando, o con los propios, ya que la lealtad hacia el cliente es principio fundamental de la abogacía; el art. 12.C.2, que en caso de conflicto de intereses entre dos o más clientes, el abogado deberá renunciar a la defensa o al asesoramiento de ambos, salvo autorización expresa de todos para intervenir a favor de cualquiera de ellos; el art. 12.C.4, que no podrán llevarse a cabo encargos profesionales que impliquen actuaciones contra un antiguo cliente, salvo que se garantice que no hay riesgo de que el secreto de las informaciones obtenidas en la relación con este pueda vulnerarse, o de ninguna manera pudiera resultar beneficiado el nuevo cliente con tales informaciones; el mismo art. 12.C.4 señala que no se podrán asumir encargos que impliquen actuaciones contra un cliente anterior en el seno del procedimiento en que se haya intervenido en defensa de éste, ni en los incidentes, recursos, ejecuciones o nuevos procedimientos que traigan su causa de él; el art. 12.C.5 especifica que quien haya intervenido en defensa de ambas partes en un procedimiento de familia de mutuo acuerdo no podrá después actuar en defensa de los intereses de una frente a otra en ningún trámite derivado del proceso inicial, salvo que se haya actuado solo por una de las partes con el consentimiento de la otra; y el art. 12.C.6, finalmente, prohíbe al abogado ocuparse de los asuntos de un conjunto de clientes afectados por una misma situación cuando surja un conflicto de intereses entre ellos, exista riesgo de vulneración del secreto profesional o pueda estar afectada la libertad o independencia. Pero, además de contemplar el principio de confianza en las relaciones establecidas entre el abogado y el cliente, el CDAE prevé su juego en otros ámbitos: así, por ejemplo; en el art. 7, que prohíbe la captación desleal de clientes; en el art. 10.2.a), que demanda a los abogados actuar ante los tribunales con buena fe, lealtad y respeto; en el art. 11, relativo a las relaciones entre abogados, que ordena en el apartado 1 que guarden recíproca lealtad, respeto mutuo y relaciones de compañerismo, y prohíbe en el apartado 13 que suministren información falsa o mendaz; y, finalmente, en el art. 12.C.7, que proscribe la aceptación de un asunto cuando la parte contraria o un colega de profesión haya realizado una consulta referida al mismo asunto en virtud de la cual el abogado haya adquirido una información que pueda poner en peligro, entre otros valores, su lealtad.

			f) Por último, los valores de confianza, integridad o lealtad del abogado pueden apreciarse en fuentes exógenas como el CP, que, como se ha adelantado al comienzo de este tema, tipifica como delito, por ejemplo, manipular las pruebas en que se pretendan fundar alegaciones o emplear otro fraude procesal análogo en un procedimiento judicial de cualquier clase, provocando error en el juez o tribunal y llevándole a dictar una resolución que perjudique los intereses económicos de la otra parte o de un tercero (art. 250.1.7); presentar en juicio o hacer uso de documentos falsos para perjudicar a otro, a sabiendas de su falsedad (arts. 393 y 396); presentar adrede testigos falsos o peritos o intérpretes mendaces (art. 461.2); o defender o representar en el mismo asunto a quien tenga intereses contrarios con otra persona a la que el abogado haya asesorado o respecto de la que haya asumido la defensa o representación, sin el consentimiento de esta (art. 467.1).

			— Sentado cuanto precede, cabe concluir que los principios de integridad y confianza informan la actuación del abogado en sus relaciones con los clientes, con otros abogados y con los órganos jurisdiccionales, e imponen a quien ejerce la abogacía el deber de desarrollar su actividad profesional con rectitud, lealtad y honestidad, sin comprometer sus deberes para con los sujetos reseñados. Y ello, como declara la Carta de Principios Esenciales de la Abogacía Europea, porque para poder cumplir adecuadamente la función de asesoramiento y defensa que corresponde a la abogacía, resulta necesario que todos tengan confianza en el papel que cumple dentro del sistema de Administración de Justicia.

			5. LA COMPETENCIA Y LA DILIGENCIA

			— La competencia y la diligencia del abogado en el desempeño de sus servicios están contempladas en las siguientes fuentes deontológicas como valores esenciales en el ejercicio de la profesión:

			a) El CDAUE hace referencia a ambas virtudes en diversos preceptos. Así, alude a la diligencia del abogado, por ejemplo, en el apartado 2.7, que, como hemos visto, declara que tiene la obligación de actuar en defensa de los intereses de su cliente de la mejor manera posible; y en los apartados 3.1.2 y 4.3, en los que se establece que el abogado debe asesorar y representar al cliente puntual, concienzuda y diligentemente. El principio de competencia profesional, por su parte, puede apreciarse en el apartado 3.1.3, que prohíbe que el abogado se encargue de un asunto sin la cooperación de un abogado competente si sabe, o debiera saber, que carece de la pericia necesaria; en el apartado 5.2.1, que dispone que el abogado al que un compañero de otro Estado miembro haya solicitado ayuda está obligado a abstenerse de aceptar gestiones para las que no esté suficientemente capacitado y debe facilitar a su compañero entrar en contacto con otro abogado que tenga la preparación específica para cumplir el encargo; y en el apartado 5.8, conforme al cual el abogado debe mantenerse actualizado y desarrollar sus conocimientos y competencias profesionales teniendo en cuenta la dimensión europea de la profesión.

			b) La Carta de Principios Esenciales de la Abogacía Europea no hace alusión expresa a la diligencia, pero sí a la competencia profesional, que cita con la categoría de principio esencial. A este respecto, el Comentario a la Carta califica de obviedad que un abogado no puede aconsejar o representar a su cliente si no ha recibido una formación adecuada, y explica que la formación de posgrado ha adquirido una gran importancia como consecuencia de los muchos y rápidos cambios acaecidos en el Derecho y de los nuevos avances tecnológicos y económicos.

			c) La Carta de Turín sobre el ejercicio de la abogacía en el siglo XXI, a diferencia de la anterior, se pronuncia sobre ambas virtudes, pues impone al abogado el deber de hacer cuanto esté a su alcance para garantizar al cliente la protección de sus derechos y un proceso justo ante cualquier jurisdicción o autoridad; así como, también, el deber de rechazar cualquier encargo que considere que no puede llevar a cabo con competencia y diligencia.

			d) La Carta de Principios Esenciales de la Profesión de Abogado consigna de manera separada las notas de competencia y diligencia con la categoría de principios esenciales. En relación con la competencia profesional establece que el abogado no puede ejercer adecuadamente su profesión sin disponer de una formación profesional apropiada que debe adquirir, mantener y desarrollar a lo largo de toda su carrera; y que el abogado solo puede aceptar intervenir en los ámbitos que conoce, o en cualesquiera otras materias, jurídicas o no, en las cuales se valga de compañeros o de expertos, después de advertir a su cliente. En lo que hace al principio de diligencia, se limita a citarlo como una regla de comportamiento necesaria para preservar la reputación y la confianza depositada en él y en la profesión en su conjunto.

			e) El EGAE, ya en el plano nacional, no menciona a la competencia y a la diligencia al enumerar los principios rectores y valores superiores de la abogacía. Sin embargo, la lectura de su articulado deja fuera de toda duda que ambos valores informan el ejercicio de la profesión. Así, por ejemplo, el art. 31.1 expresa que los abogados desempeñarán las funciones propias de la asistencia jurídica gratuita y de oficio con la libertad, independencia y diligencia profesionales que les son propias y conforme a las normas deontológicas que rigen la profesión y a la normativa reguladora de la asistencia jurídica gratuita; el art. 47, al regular las relaciones entre los abogados y los clientes, establece en su apartado 3 que, en todo caso, los primeros deberán cumplir con la máxima diligencia la misión de asesoramiento o defensa que le haya sido encomendada, procurando de modo prioritario la satisfacción de los intereses de su cliente; el art. 62 contempla la figura de las Escuelas de Práctica Jurídica, señalando que, en el ámbito profesional y corporativo de la abogacía, y en el marco de la normativa reguladora del acceso a la profesión, corresponde a los Colegios Profesionales y al CGAE el ejercicio, respectivamente, de las competencias previstas en la Ley 34/2006, de 30 de octubre, sobre el acceso a las profesiones de Abogado y Procurador de los Tribunales, en orden a la creación, homologación y funciones que deban desarrollar las referidas Escuelas de Práctica Jurídica, para cumplir la misión de impartir la formación dirigida a la obtención del título profesional, además de la continua de todos los colegiados, incluida su especialización en determinadas ramas del Derecho; el art. 64.1 declara que los abogados tienen el derecho y el deber de seguir una formación continuada que les capacite permanentemente para el correcto ejercicio de su actividad profesional; el art. 64.2, que los Colegios de Abogados, principalmente a través de las Escuelas de Práctica Jurídica, organizarán actividades formativas de actualización profesional para sus colegiados, pudiendo hacerlo de manera conjunta con otras organizaciones públicas o privadas, en especial con las Universidades; y el art. 65.1, por poner un último ejemplo, señala que los abogados tienen derecho a acceder a una especialización profesional mediante la acreditación de formación específica que, en el caso de formación impartida por la organización corporativa y para tener eficacia en todo el territorio del Estado, habrá de ser homologada por el CGAE.

			f) El CDAE hace expresa alusión a la diligencia y a la competencia del abogado tanto en el Preámbulo como en el articulado. En el Preámbulo afirma que el abogado debe actuar siempre honesta y diligentemente, con competencia, y expresa que quienes ejercen la abogacía solo pueden encargarse de un asunto cuando cuenten con la capacidad adecuada para ejercer su asesoramiento y defensa de una manera real y efectiva, debiendo incrementar constantemente sus conocimientos jurídicos y solicitar el auxilio de los más expertos cuando lo precisen. En cuanto al articulado, el art. 4.1, del que hemos hablado en epígrafes anteriores, exige del abogado una conducta profesional diligente; y el art. 12.A.8 establece que debe asesorar y defender al cliente con el máximo celo y diligencia, asumiendo personalmente la responsabilidad del trabajo encargado sin perjuicio de las colaboraciones que pueda recabar. Otros preceptos señalan que el abogado debe tener un comportamiento diligente en sus relaciones con los Colegios de Abogados, los órganos jurisdiccionales y en el empleo de las tecnologías de la información y la comunicación. Así, el art. 9.3 prevé que el abogado tiene la obligación de atender con la máxima diligencia las comunicaciones y citaciones emanadas de los órganos de gobierno del Colegios de Abogados o de sus miembros, en el ejercicio de sus funciones; el art. 10.2.e), que, en sus relaciones con los juzgados y tribunales, los abogados están obligados a contribuir a la diligente tramitación de los asuntos que se le encomienden y de los procedimientos en los que intervengan; y el art. 21.2, que los abogados deben hacer un uso responsable y diligente de las tecnologías de la información y la comunicación, extremando el cuidado en la preservación de la confidencialidad y el secreto profesional.

			g) Los principios de competencia y diligencia pueden observarse también en la Carta de Derechos de los Ciudadanos ante la Justicia, que declara en el apartado 33 que el ciudadano tiene derecho a la prestación de un servicio profesional de calidad por parte del abogado en el cumplimiento de la misión de defensa que le encomiende; y en el apartado 41, que el ciudadano tiene derecho a exigir una formación de calidad al profesional designado por el turno de oficio en los supuestos de asistencia jurídica gratuita.

			— Como se habrá intuido, la competencia técnica y la diligencia son valores que guardan una estrecha relación con el principio de confianza, pues no hay duda de que el abogado sólo podrá ser considerado fiable si demuestra desenvolverse con solvencia en el ejercicio de la profesión. Por ello, y dada la alta función social que cumple la abogacía, es ineludible que el abogado actualice constantemente sus conocimientos y habilidades, y mantenga una cuidada actitud en la práctica diaria para defender adecuadamente los intereses de sus clientes.

			6. EL SECRETO PROFESIONAL

			— El principio de secreto profesional, de arraigada tradición histórica y palmaria trascendencia para la conformación de una verdadera relación de confianza con el cliente, está plasmado en todas las fuentes deontológicas:

			a) El CDAUE le dedica el apartado 2.3, que señala que forma parte de la esencia misma de la función del abogado que sea depositario de los secretos de su cliente y destinatario de informaciones basadas en la confianza. Sin esta garantía de confidencialidad, dice el precepto, no puede existir confianza. Por ello, el CDAUE declara que el secreto profesional es un derecho y una obligación primordial del abogado que conviene al interés de la Administración de Justicia y al del cliente. Dato que determina, según sus propias palabras, que deba gozar de una protección especial del Estado. Sentado lo anterior, el CDAUE establece que el abogado debe guardar el secreto de toda información de la que tenga conocimiento en el marco de su actividad profesional (apartado 2.3.2); que la obligación de confidencialidad no está limitada en el tiempo (apartado 2.3.3); y que el abogado requerirá la observancia de la misma obligación de confidencialidad a sus socios, empleados y a cualquier persona que colabore con él en su actividad profesional. Además, el CDAUE hace referencia al secreto profesional al hilo de otras cuestiones. Por ejemplo, el apartado 2.6.1 declara que el abogado podrá informar al público sobre sus servicios siempre que la información sea respetuosa con la salvaguarda del secreto profesional y los demás principios esenciales; el apartado 3.2.2, que en caso de que surja conflicto de intereses entre dos o más clientes, el abogado deberá dejar de actuar para todos ellos cuando, entre otras circunstancias, exista riesgo de violación del secreto profesional; el apartado 3.2.3 determina que el abogado deberá abstenerse de actuar para un nuevo cliente si existe riesgo de vulneración del secreto profesional respecto a informaciones dadas por un antiguo cliente o si el conocimiento que el abogado posee por otros asuntos del antiguo cliente pudiera favorecer indebidamente al nuevo cliente; el apartado 3.2.4 aclara que cuando varios abogados ejerzan la profesión en grupo, las previsiones anteriores serán de aplicación al grupo y a cada uno de sus miembros; el apartado 3.8.6, al regular la tenencia de fondos de los clientes, dispone que las autoridades competentes de los Estados Miembros deberán tener facultad para verificar y examinar los documentos relativos a los fondos de clientes, respetando siempre el secreto profesional; y el apartado 5.3, finalmente, señala que el abogado que pretenda dirigir a un compañero de otro Estado miembro comunicaciones que desea que tengan carácter confidencial o reservado deberá expresarle su voluntad claramente antes de realizar dichas comunicaciones, así como que, en el caso de que el futuro destinatario de las comunicaciones no pudiera otorgarles tal carácter, deberá informar al remitente al respecto sin demora.

			b) La Carta de Principios Esenciales de la Abogacía Europea cita expresamente el respeto del secreto profesional y de la confidencialidad de los asuntos que ocupan al abogado como uno de los principios de tan elevada categoría. Y en relación con éste, el Comentario a la Carta, en términos muy parecidos al CDAUE, expresa que es esencial dentro de la función de abogado que sus clientes le refieran asuntos que nadie más conoce de acuerdo con la confianza que depositan en él, pues sin la certeza de esta confidencialidad, no podría haber confianza. En coherencia con ello, afirma que la confidencialidad es un deber del abogado que se mantiene incluso aunque haya cesado la defensa de su cliente; declara que constituye un derecho fundamental de este último; exige, al abordar el conflicto de intereses, abstenerse de actuar para un cliente nuevo si se sigue en poder de información confidencial relativa al asunto obtenida de otro cliente anterior; y recuerda, al tratar el principio de lealtad al cliente, que para ser fiel a éste, el abogado debe, entre otras cosas, garantizar su confidencialidad.

			c) La Carta de Turín sobre el ejercicio de la abogacía en el siglo XXI manifiesta que el abogado tiene derecho al reconocimiento y al respeto del secreto profesional por parte de cualquier sujeto de Derecho y de cualquier autoridad. Secreto que, según declara, constituye un principio intangible que tiene como fin garantizar el fundamento de las relaciones entre el cliente y el abogado, así como asegurar la protección jurídica de los ciudadanos. Y secreto que, aclara, engloba cualquier información o circunstancia de que el abogado tenga noticia al ejercer la profesión. Además, la Carta de Turín perfila algunos aspectos del secreto profesional: así, determina que no se deberá obligar al abogado a denunciar hechos que descubra al ejercer la profesión, incluso aunque fuese una operación criminal o delictiva; establece que si el abogado conociera cualquier actividad que pudiera perjudicar la vida humana, deberá tomar todas las precauciones para preservarla, en el marco de su secreto; y, por último, dispone que el abogado, en el empleo de las tecnologías de comunicación y de la información, deberá preservar la confidencialidad de las comunicaciones mantenidas con el cliente.

			d) La Carta de Principios Esenciales de la Profesión de Abogado también hace expresa referencia al secreto profesional y a la confidencialidad como virtudes basilares de la abogacía, y señala que tienen un fundamento moral, consistente en no traicionar la confianza debida al autor de una confidencia; un fundamento contractual, que sería la obligación aceptada a este respecto por el abogado, siquiera tácitamente, respecto de su cliente; un fundamento deontológico, que deriva de la naturaleza de la profesión de abogado y que es su esencia misma; y un fundamento legal, que, como se ha avanzado al principio de este tema y ahora se repetirá, en nuestro país puede hallarse, entre otras, en la LOPJ, en la LEC, en la LECrim y en el CP. Además, la Carta de Principios Esenciales de la Profesión de Abogado alude al secreto profesional al tratar otras cuestiones. Por ejemplo, el conflicto de intereses, pues prohíbe al abogado actuar para un cliente si dispone de informaciones confidenciales obtenidas de otro cliente, antiguo o actual; y le veda, de la misma manera, utilizar en un asunto informaciones recabadas en otro bajo el sello de la confianza o las relaciones de compañerismo.

			e) A nivel nacional, el EGAE, en el art. 1.3, menciona expresamente el respeto del secreto profesional al hablar de los principios rectores y valores superiores de la abogacía. Además, alude al secreto y a la confidencialidad en muchas ocasiones, dedicando al secreto profesional un capítulo propio (Capítulo IV del Título II) compuesto por cuatro artículos. En el primero de ellos, el art. 21, dispone que la confianza y confidencialidad en las relaciones con el cliente imponen al abogado, de conformidad con lo establecido por la LOPJ, el deber y el derecho de guardar secreto de todos los hechos o noticias que conozca por razón de cualquiera de las modalidades de su actuación profesional, no pudiendo ser obligado a declarar sobre ellos. También señala que lo previsto en el capítulo antes mencionado se entenderá sin perjuicio de lo previsto en cada caso por la LOPJ, por las leyes procesales y demás legislación aplicable. El art. 22.1 determina que el deber y derecho de secreto profesional del abogado comprende todos los hechos, comunicaciones, datos, informaciones, documentos y propuestas que, como abogado, haya conocido, emitido o recibido en su ejercicio profesional; el art. 22.2 aclara que el secreto profesional no ampara las actuaciones del abogado distintas de las que son propias de su ejercicio profesional y, en especial, las comunicaciones, escritos y documentos en que intervenga con mandato representativo de su cliente y así lo haga constar expresamente; el art. 22.3 establece que las conversaciones mantenidas por los abogados con sus clientes, los contrarios o sus abogados, de presencia o por cualquier medio telefónico o telemático, solo podrán ser grabadas con la previa advertencia y conformidad de todos los intervinientes, quedando en todo caso amparadas por el secreto profesional, y que están igualmente amparadas por el secreto profesional las grabaciones realizadas por el cliente, no conocidas por su abogado, incluso si éste no lo era o no intervino en dicho momento, de conversaciones en que intervenga el abogado de la otra parte; el art. 22.4 señala que el abogado deberá hacer respetar el secreto profesional a sus colaboradores y asociados, así como al personal correspondiente y demás personas que cooperen con él en su actividad profesional; el art. 22.5 indica que el deber de secreto profesional permanece incluso después de haber cesado en la prestación de los servicios al cliente, sin que se encuentre limitado en el tiempo; y el art. 22.6, finalmente, declara que el abogado quedará relevado de este deber sobre aquello que solo afecte o se refiera a su cliente, siempre que éste le haya autorizado expresamente. Esta última previsión, merece la pena resaltarlo, llama especialmente la atención, pues parece entrar en contradicción con lo dispuesto en el art. 5.10 CDAE, que afirma, como más adelante se dirá, que el consentimiento del cliente no excusa de la preservación del secreto profesional. Dejando esto a un lado, y volviendo a las disposiciones del EGAE relacionadas con el repetido secreto profesional, el art. 23 dispone que el abogado no podrá aportar a los tribunales, ni facilitar a su cliente, las cartas, documentos y notas que, como comunicación entre abogados, mantenga con el abogado de la otra parte, salvo que éste lo autorice expresamente; el mismo precepto precisa que esta prohibición no alcanzará a las cartas, documentos y notas en que intervenga con mandato representativo de su cliente y así lo haga constar expresamente; el art. 24, el último del capítulo del EGAE dedicado específicamente al secreto profesional, prevé que los Decanos de los Colegios, quienes estatutariamente les sustituyan o quienes para tal fin fueran designados por el Decano, asistirán a petición del interesado a la práctica de los registros en el despacho profesional de un abogado y a cuantas diligencias de revisión de los documentos, soportes informáticos o archivos intervenidos en aquél se practiquen, velando por la salvaguarda del secreto profesional y, especialmente, por que el registro así como el resto de las actuaciones, a las que también asistirán, se limiten exclusivamente a la investigación del ilícito por razón del cual fueron acordados; el art. 39, al regular el ejercicio de la abogacía como abogado de empresa, dispone que en el contrato de trabajo habrá de respetarse el secreto profesional, entre otros valores básicos de la profesión; el art. 42, al regular el ejercicio colectivo en forma no societaria, establece en los apartados 4 y 6 que el deber de secreto profesional se extenderá a todos los miembros del despacho colectivo, y que, para la mejor salvaguarda del secreto profesional y de las relaciones internas, las reglas del despacho colectivo podrán someter a arbitraje colegial las discrepancias que pudieran surgir entre sus miembros a causa del funcionamiento, separación o liquidación del despacho; el art. 50.2 dispone que el abogado podrá cesar en su intervención profesional cuando surjan discrepancias con su cliente, y que deberá hacerlo cuando concurran circunstancias que afecten a su independencia y libertad en la defensa o al deber de secreto profesional; el art. 51.4 prevé que el abogado deberá abstenerse de actuar para un nuevo cliente cuando exista riesgo de vulneración del secreto profesional respecto a informaciones suministradas por un antiguo cliente o si el conocimiento que el abogado posee por razón de otros asuntos del antiguo cliente pudiera favorecer indebidamente al nuevo cliente en perjuicio del antiguo; el art. 60.3, al regular la sustitución del abogado, declara que el nuevo abogado queda obligado a respetar y preservar el secreto profesional sobre la documentación recibida, con especial atención a la confidencialidad de las comunicaciones entre compañeros; y el art. 124.f), por citar un último ejemplo, tipifica como infracción muy grave la vulneración del deber de secreto profesional cuando la concreta infracción no esté tipificada de forma específica.
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								IV. Ejercicio colectivo
							
										1. El ejercicio colectivo de la abogac铆a: Ideas generales


										2. Las sociedades profesionales para el ejercicio de la abogac铆a


										3. El ejercicio colectivo en forma no societaria


							


						


								V. Ejercicio en r茅gimen de colaboraci贸n multiprofesional


					


				


						Tema 6. R茅gimen de previsi贸n social de los profesionales de la abogac铆a
					
								I. Concepto y cuestiones generales


								II. Ejercicio de la abogac铆a por cuenta propia
							
										1. Encuadramiento dentro del r茅gimen especial de trabajadores aut贸nomos o mutualidad de la abogac铆a


										2. 脕mbito de la cobertura obligatoria del RETA


										3. 脕mbito de la cobertura obligatoria de la mutualidad


							


						


								III. Ejercicio de la abogac铆a por cuenta ajena


					


				


						Tema 7. Obligaciones del profesional de la abogac铆a ante la Ley Org谩nica de protecci贸n de datos personales y garant铆a de los derechos digitales y el blanqueo de capitales
					
								I. El abogado ante la Ley Org谩nica de protecci贸n de datos personales y garant铆a de los derechos digitales
							
										1. R茅gimen jur铆dico


										2. Concepto de datos de car谩cter personal


										3. El abogado como profesional obligado a la protecci贸n de datos


							


						


								II. El abogado ante el blanqueo de capitales
							
										1. R茅gimen jur铆dico


										2. Concepto de blanqueo de capitales


										3. El abogado como profesional obligado a la prevenci贸n del blanqueo de capitales


							


						


					


				


						Tema 8. La responsabilidad del profesional de la abogac铆a en el ejercicio de su profesi贸n: Civil, penal y disciplinaria
					
								I. Introducci贸n


								II. Responsabilidad civil
							
										1. Cuestiones generales


										2. Presupuestos de la responsabilidad civil del abogado


							


						


								III. Responsabilidad penal
							
										1. Cuestiones generales


										2. Tipos penales en que puede incurrir el abogado


							


						


								IV. Responsabilidad disciplinaria
							
										1. Los sujetos responsables


										2. Competencia para el ejercicio de la potestad disciplinaria


										3. Principios que rigen la potestad disciplinaria


										4. Infracciones y sanciones disciplinarias


										5. Extinci贸n de la responsabilidad disciplinaria


										6. Procedimiento disciplinario


							


						


								V. Las correcciones disciplinarias en el 谩mbito judicial
							
										1. Delimitaci贸n


										2. Supuestos que pueden dar lugar a la imposici贸n de correcciones disciplinarias


										3. Correcciones que pueden imponerse


										4. Competencia y forma de imponer la correcci贸n


										5. Recursos


										6. Correcciones especiales previstas en leyes procesales


										7. Anotaci贸n en el expediente personal del abogado


							


						


					


				


						Tema 9. El seguro de responsabilidad civil. La cobertura de la responsabilidad civil profesional
					
								I. El contrato de seguro de responsabilidad civil
							
										1. Concepto


										2. El aseguramiento de la responsabilidad civil en el ejercicio de la abogac铆a


										3. Partes del contrato


										4. Particularidades de la celebraci贸n del contrato


										5. Duraci贸n del contrato


										6. Obligaciones y deberes de las partes


										7. Prescripci贸n de las acciones derivadas del contrato


										8. Acci贸n directa


										9. Competencia para conocer de las acciones derivadas del contrato de seguro


							


						


								II. La cobertura de la responsabilidad civil profesional


					


				


						Tema 10. Los honorarios: Determinaci贸n y procedimientos de reclamaci贸n e impugnaci贸n
					
								I. Concepto y cuestiones generales


								II. Determinaci贸n de la cuant铆a y el r茅gimen de los honorarios


								III. Procedimiento de reclamaci贸n de honorarios al cliente


								IV. Procedimiento de impugnaci贸n de honorarios


					


				


						Tema 11. La contabilidad y la fiscalidad del profesional de la abogac铆a
					
								I. Introducci贸n


								II. Contabilidad del profesional de la abogac铆a
							
										1. Libro registro de ingresos


										2. Libro registro de gastos


										3. Libro registro de bienes de inversi贸n


										4. Libro registro de provisiones de fondos y suplidos


							


						


								III. Impuesto sobre la Renta de las Personas F铆sicas
							
										1. Cuestiones generales


										2. Base imponible


										3. Los rendimientos del trabajo


										4. Rendimientos del capital


										5. Rendimiento de actividades econ贸micas


										6. Ganancias y p茅rdidas patrimoniales


										7. Integraci贸n y compensaci贸n de rentas


										8. La base liquidable


										9. C谩lculo del impuesto


							


						


								IV. Impuesto sobre el Valor A帽adido
							
										1. Introducci贸n


										2. El hecho imponible


										3. Supuestos de no sujeci贸n


										4. Exenciones


										5. Sujeto pasivo


										6. Devengo del impuesto


										7. La cuantificaci贸n del impuesto


										8. La repercusi贸n del impuesto


										9. La autoliquidaci贸n del IVA


										10. Las declaraciones de IVA y otras obligaciones formales


										11. El IVA en las operaciones internacionales


							


						


								V. Beneficios fiscales sobre los elementos afectos a la actividad profesional del profesional de la abogac铆a
							
										1. Exenci贸n en el impuesto sobre el patrimonio de los bienes y derechos afectos a la actividad profesional


										2. Reducci贸n en el impuesto sobre sucesiones y donaciones por la transmisi贸n de elementos afectos a la actividad profesional


							


						


					


				






						Parte II. Cuestiones generales de la asistencia letrada y del proceso
							Tema 12. Tutela judicial efectiva. El derecho al juez ordinario predeterminado por la ley. El derecho a la defensa y a la asistencia letrada
					
								I. Tutela judicial efectiva
							
										1. Contenido


										2. Los sujetos titulares del derecho a la tutela judicial efectiva


										3. Los derechos que comprende el derecho a la tutela judicial efectiva


							


						


								II. El derecho al juez ordinario predeterminado por la ley
							
										1. Concepto


										2. La abstenci贸n y recusaci贸n de jueces y magistrados


										3. La abstenci贸n y recusaci贸n de los Letrados de la Administraci贸n de Justicia


										4. La abstenci贸n del Ministerio Fiscal


										5. La abstenci贸n y recusaci贸n de los funcionarios pertenecientes a los cuerpos de gesti贸n procesal y administrativa, de tramitaci贸n procesal y administrativa, y de auxilio judicial


							


						


								III. Derecho a la defensa y asistencia letrada
							
										1. La defensa y representaci贸n de las partes en el proceso civil


										2. Defensa y representaci贸n de las partes en el proceso penal


										3. Defensa y representaci贸n de las partes en el proceso contencioso-administrativo


										4. Defensa y representaci贸n de las partes en el proceso laboral


							


						


					


				


						Tema 13. Ley de planta y demarcaci贸n judicial. La organizaci贸n judicial
					
								I. La ley de planta y demarcaci贸n judicial
							
										1. Introducci贸n


										2. Los 贸rganos judiciales que ejercen la potestad jurisdiccional


										3. Los criterios de creaci贸n de los 贸rganos judiciales


										4. La demarcaci贸n judicial


										5. La planta judicial


										6. Clases de 贸rganos judiciales, composici贸n y sede de los 贸rganos judiciales colegiados y sede de los 贸rganos unipersonales


							


						


								II. La organizaci贸n judicial
							
										1. El r茅gimen de los juzgados y tribunales


										2. La especializaci贸n de los Juzgados y de las Secciones


										3. La liberaci贸n total o parcial del reparto de asuntos


										4. La Oficina Judicial


										5. La Oficina del Registro Civil


										6. El gobierno del poder judicial


							


						


					


				


						Tema 14. Los 贸rdenes jurisdiccionales. Jurisdicci贸n y competencia. Extensi贸n y l铆mites de la jurisdicci贸n en cada orden jurisdiccional
					
								I. Los 贸rdenes jurisdiccionales
							
										1. Jurisdicci贸n ordinaria


										2. Jurisdicci贸n especial


							


						


								II. Jurisdicci贸n y competencia
							
										1. La jurisdicci贸n: Fundamento, concepto y funciones


										2. Principios informadores y garant铆as constitucionales de la jurisdicci贸n


										3. La competencia: Diferencia entre jurisdicci贸n y competencia. Concepto de competencia. Clases de competencia


							


						


								III. Jurisdicci贸n y competencia de los 贸rganos judiciales del orden jurisdiccional civil
							
										1. Jurisdicci贸n contenciosa y jurisdicci贸n voluntaria


										2. La jurisdicci贸n de los 贸rganos judiciales del orden jurisdiccional civil


										3. La competencia de los 贸rganos judiciales del orden jurisdiccional civil


										4. La competencia en el 谩mbito de la jurisdicci贸n contenciosa


										5. Tratamiento procesal de la competencia en el 谩mbito de la jurisdicci贸n contenciosa


										6. La competencia en el 谩mbito de la jurisdicci贸n voluntaria


										7. El tratamiento procesal de la competencia en el 谩mbito de la jurisdicci贸n voluntaria


							


						


								IV. Jurisdicci贸n y competencia de los 贸rganos judiciales del orden jurisdiccional penal
							
										1. La jurisdicci贸n de los 贸rganos judiciales del orden jurisdiccional penal


										2. La competencia de los 贸rganos judiciales del orden jurisdiccional penal


										3. Tratamiento procesal de la competencia


							


						


								V. Jurisdicci贸n y competencia de los 贸rganos judiciales del orden jurisdiccional contencioso-administrativo
							
										1. La jurisdicci贸n de los 贸rganos judiciales del orden jurisdiccional contencioso-administrativo


										2. La competencia de los 贸rganos judiciales del orden contencioso-administrativo


										3. Tratamiento procesal de la jurisdicci贸n y de la competencia


							


						


								VI. La jurisdicci贸n y competencia de los 贸rganos judiciales del orden jurisdiccional social
							
										1. La jurisdicci贸n de los 贸rganos judiciales del orden jurisdiccional social


										2. La competencia de los 贸rganos judiciales del orden jurisdiccional social


										3. El tratamiento procesal de la competencia


							


						


								VII. Reparto de asuntos
							
										1. Concepto y regulaci贸n


										2. Competencia para adoptar acuerdos sobre normas de reparto


										3. La aplicaci贸n de las normas de reparto


										4. Normas espec铆ficas de reparto de asuntos civiles


							


						


								VIII. Reparto de ponencias


								IX. Extensi贸n y l铆mites de la jurisdicci贸n en general: L铆mites internos y externos


								X. Extensi贸n y l铆mites de la jurisdicci贸n y competencia de los 贸rganos judiciales del orden civil
							
										1. Principio general


										2. Los l铆mites externos o internacionales de la jurisdicci贸n y competencia de los 贸rganos judiciales espa帽oles en el 谩mbito civil


										3. La competencia internacional en el 谩mbito de la jurisdicci贸n voluntaria


							


						


								XI. Extensi贸n y l铆mites de la jurisdicci贸n y competencia de los 贸rganos judiciales del orden penal


								XII. Extensi贸n y l铆mites de la jurisdicci贸n y competencia de los 贸rganos judiciales del orden contencioso-administrativo


								XIII. Extensi贸n y l铆mites de la jurisdicci贸n y competencia de los 贸rganos judiciales del orden social


					


				


						Tema 15. El sistema jurisdiccional de la Uni贸n Europea. Competencias de los tribunales europeos e internacionales y asuntos que se pueden plantear
					
								I. El sistema jurisdiccional de la Uni贸n Europea. El proceso monitorio europeo y el proceso civil europeo de peque帽a cuant铆a
							
										1. La cuesti贸n prejudicial


										2. El recurso por incumplimiento


										3. El recurso de anulaci贸n


										4. El recurso por omisi贸n


										5. Recursos de casaci贸n


										6. Procedimiento


										7. El Tribunal General


							


						


								II. Los denominados procesos europeos en el orden jurisdiccional civil
							
										1. Reconocimiento y ejecuci贸n de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil


										2. T铆tulo ejecutivo europeo


										3. Proceso europeo de escasa cuant铆a


										4. Proceso monitorio europeo


										5. La notificaci贸n y el traslado de los Estados Miembros de documentos judiciales y extrajudiciales en materia civil y mercantil


							


						


								III. La cuesti贸n prejudicial en el orden jurisdiccional penal


								IV. La Corte Penal Internacional: Competencia y procedimiento
							
										1. Concepto y naturaleza


										2. Composici贸n de la Corte


										3. Cr铆menes de la competencia de la Corte


										4. Principios generales de Derecho Penal


										5. Procedimiento


										6. Derechos del acusado


										7. Penas aplicables


										8. Apelaci贸n y revisi贸n de sentencias


										9. Cooperaci贸n internacional y asistencia judicial


										10. Ejecuci贸n de las penas


							


						


					


				


						Tema 16. Protecci贸n de los derechos fundamentales
					
								I. Protecci贸n de los derechos fundamentales en el 谩mbito civil


								II. Protecci贸n de los derechos fundamentales en el 谩mbito contencioso-administrativo
							
										1. Objeto y regulaci贸n


										2. Pretensiones ejercitables


										3. Tramitaci贸n preferente


										4. Interposici贸n del recurso. Plazo


										5. Reclamaci贸n del expediente


										6. Remisi贸n del expediente y emplazamiento de los interesados


										7. Admisi贸n del recurso


										8. Demanda


										9. Contestaci贸n a la demanda


										10. Prueba


										11. Sentencia


										12. Recursos


										13. Especialidades en el caso de prohibici贸n o propuesta de modificaci贸n de reuniones


										14. Procedimiento para obtener la autorizaci贸n judicial prevista en el art. 8.2 de la ley 34/2002


										15. Procedimiento de autorizaci贸n judicial de conformidad de una decisi贸n de la Comisi贸n Europea en materia de transferencia internacional de datos


										16. Autorizaci贸n o ratificaci贸n judicial de las medidas que las autoridades sanitarias consideren urgentes y necesarias para la salud p煤blica e impliquen limitaci贸n o restricci贸n de derechos fundamentales


							


						


								III. Protecci贸n de los derechos fundamentales y libertades p煤blicas en el 谩mbito laboral
							
										1. Objeto


										2. Legitimaci贸n


										3. Tramitaci贸n


										4. Adopci贸n de medidas cautelares


							


						


								IV. El recurso de amparo
							
										1. Regulaci贸n y objeto


										2. Legitimaci贸n y postulaci贸n


										3. Tramitaci贸n


							


						


					


				


						Tema 17. Mecanismos jur铆dicos de defensa. Estrategias para la defensa de los derechos de los clientes
					
								I. Introducci贸n


								II. Planificaci贸n estrat茅gica


								III. Herramientas


					


				


						Tema 18. La defensa en los mecanismos extrajudiciales de resoluci贸n de conflictos: El arbitraje, la mediaci贸n, la transacci贸n, la negociaci贸n y otros
					
								I. Los mecanismos extrajudiciales de resoluci贸n de conflictos: Introducci贸n


								II. El arbitraje
							
										1. Concepto y regulaci贸n legal


										2. Tipos de arbitraje


										3. El convenio arbitral


										4. Nombramiento y designaci贸n de 谩rbitros


										5. Actuaciones arbitrales


										6. El laudo arbitral


										7. La acci贸n de anulaci贸n del laudo


										8. El arbitraje laboral


										9. El arbitraje de consumo


							


						


								III. La mediaci贸n
							
										1. Concepto y regulaci贸n legal


										2. 脕mbito de aplicaci贸n


										3. Actuaci贸n del mediador


										4. El procedimiento de mediaci贸n


										5. El acuerdo de mediaci贸n


							


						


								IV. La transacci贸n extrajudicial


								V. La negociaci贸n


					


				


						Tema 19. La buena fe, el abuso de derecho y el fraude de ley
					
								I. Los l铆mites en el ejercicio de los derechos. Cuestiones generales


								II. La buena fe
							
										1. Concepto y r茅gimen jur铆dico


										2. El car谩cter objetivo o subjetivo del deber general de actuar de buena fe


										3. Consecuencias jur铆dicas


										4. Concretas actuaciones contrarias a la buena fe: Actos propios y retraso desleal


							


						


								III. El abuso de derecho
							
										1. Concepto, fundamento y r茅gimen jur铆dico


										2. Requisitos


										3. Consecuencias jur铆dicas y precisi贸n de concretos actos abusivos


							


						


								IV. Los actos en fraude de ley
							
										1. Antecedentes y concepto


										2. Requisitos


										3. Consecuencias jur铆dicas


							


						


								V. Aspecto procesal de la buena fe y del abuso de derecho: El art. 247 de la LEC
							
										1. La buena fe procesal


										2. El abuso del derecho


							


						


					


				


						Tema 20. Hechos y actos procesales. Actos preparatorios de los juicios. Cuestiones incidentales. La aclaraci贸n del proceso. La pretensi贸n como objeto del proceso
					
								I. Hechos y actos procesales
							
										1. Hechos y actos procesales: Concepto y clases


										2. Actos de las partes


										3. Actos del 贸rgano judicial


										4. Los actos procesales: Lugar, tiempo y forma


										5. Nulidad de los actos procesales. La nulidad de actuaciones


										6. Los actos de comunicaci贸n: Concepto y clases


										7. Los actos de cooperaci贸n y auxilio judicial: Concepto, clases y r茅gimen jur铆dico


							


						


								II. Los actos preparatorios en el proceso civil: Las diligencias preliminares y las diligencias de comprobaci贸n de hechos
							
										1. Las diligencias preliminares


										2. Las diligencias de comprobaci贸n de hechos


							


						


								III. Los actos preparatorios del proceso contencioso-administrativo: Las diligencias preliminares
							
										1. Declaraci贸n de lesividad para el inter茅s p煤blico


										2. Litigios entre Administraciones P煤blicas


							


						


								IV. Los actos preparatorios del proceso laboral: Las diligencias preliminares
							
										1. Concreci贸n de la personalidad del demandado


										2. Determinaci贸n de un grupo de afectados: Defensa de intereses colectivos


										3. Otras diligencias


										4. Disposiciones comunes a las diligencias previstas en el art. 76 de la LJS


										5. Exhibici贸n previa de documentos


							


						


								V. Las cuestiones incidentales en el proceso civil
							
										1. Regulaci贸n y concepto


										2. Clases de cuestiones incidentales


										3. Tramitaci贸n de las cuestiones incidentales


							


						


								VI. Las cuestiones incidentales en el proceso contencioso-administrativo


								VII. La aclaraci贸n del proceso
							
										1. La invariabilidad de las resoluciones. La aclaraci贸n y correcci贸n de resoluciones


										2. La subsanaci贸n y complemento de resoluciones defectuosas o incompletas


							


						


								VIII. La pretensi贸n como objeto del proceso
							
										1. El objeto del proceso civil


										2. El objeto del proceso penal


							


						


					


				


						Tema 21. Las cuestiones prejudiciales
					
								I. Las cuestiones prejudiciales: Concepto, clases y regulaci贸n


								II. Las cuestiones prejudiciales en el proceso civil
							
										1. Regulaci贸n y concepto


										2. Clases de cuestiones prejudiciales


							


						


								III. Las cuestiones prejudiciales en el proceso penal
							
										1. Regulaci贸n y concepto


										2. Clases de cuestiones prejudiciales


							


						


								IV. Las cuestiones prejudiciales en el proceso contencioso-administrativo


								V. Las cuestiones prejudiciales en el proceso laboral
							
										1. Regulaci贸n


							


						


								VI. La cuesti贸n de inconstitucionalidad
							
										1. Concepto


										2. Planteamiento y actuaciones ante el 贸rgano que plantea la cuesti贸n de inconstitucionalidad


										3. Elevaci贸n de la cuesti贸n al TC. Procedimiento


										4. Sentencia en procedimientos de inconstitucionalidad y efectos de la misma


							


						


								VII. La cuesti贸n prejudicial comunitaria: La cuesti贸n prejudicial ante el tribunal de justicia de la Uni贸n Europea


					


				


						Tema 22. Asistencia jur铆dica gratuita
					
								I. Concepto, regulaci贸n legal y fundamento


								II. 脕mbito subjetivo de la asistencia jur铆dica gratuita


								III. Requisitos b谩sicos
							
										1. Insuficiencia de recursos para litigar


										2. Personas eximidas de demostrar la insuficiencia de recursos para litigar


										3. Reconocimiento excepcional


							


						


								IV. Contenido


								V. Alcance del derecho


								VI. Competencia y procedimiento
							
										1. Comisiones de Asistencia Jur铆dica Gratuita


										2. Solicitud del derecho


										3. Resoluci贸n reconociendo o denegando el derecho a la asistencia jur铆dica gratuita


							


						


								VII. La designaci贸n de abogado y procurador de oficio
							
										1. Generalidades


										2. Insostenibilidad de la pretensi贸n


										3. Especialidades del orden jurisdiccional penal


							


						


								VIII. Asistencia jur铆dica gratuita en los litigios transfronterizos en la Uni贸n Europea
							
										1. Definici贸n


										2. 脕mbito de aplicaci贸n


										3. Autoridades expedidoras y receptoras


										4. Reconocimiento del derecho en Espa帽a


										5. Reconocimiento del derecho en otros estados miembros


							


						


					


				


						Tema 23. El turno de oficio
					
								I. Introducci贸n


								II. Diferencias entre el turno de oficio y la asistencia jur铆dica gratuita


								III. Organizaci贸n y regulaci贸n del servicio del turno de oficio
							
										1. Funcionamiento del servicio


										2. Obligaciones profesionales


										3. R茅gimen de guardias


										4. Prestaci贸n de los servicios de guardia


										5. Especialidades para el enjuiciamiento r谩pido de delitos


										6. Procedimientos que tengan causa directa o indirecta en la violencia de g茅nero


							


						


								IV. Requisitos para la prestaci贸n del servicio del turno de oficio y asistencia jur铆dica gratuita


								V. Excusa en la defensa por el profesional de oficio en el orden penal
							
										1. Especialidades en el orden penal


										2. Insostenibilidad de la pretensi贸n


							


						


								VI. Indemnizaci贸n por el servicio


								VII. Reintegro econ贸mico. Costas


					


				


						Tema 24. Los efectos econ贸micos del proceso: Costas y tasas judiciales. Supuestos de devengo de tasas. Criterios para la imposici贸n en los distintos 贸rdenes jurisdiccionales. La tasaci贸n de costas
					
								I. Los efectos econ贸micos del proceso: Las tasas judiciales. Supuestos de devengo de tasas
							
										1. 脕mbito de aplicaci贸n de la tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional en los 贸rdenes civil, contencioso-administrativo y social


										2. Hecho imponible


										3. Sujeto pasivo de la tasa


										4. Exenciones de la tasa


										5. Devengo de la tasa


										6. Base imponible de la tasa


							


						


								II. Los efectos econ贸micos del proceso civil: Las costas y gastos del proceso. La tasaci贸n de costas
							
										1. Regulaci贸n y concepto de gastos y costas en el proceso civil


										2. El pago de los gastos y costas de los procesos contenciosos


										3. La condena en costas


										4. La tasaci贸n y exacci贸n de costas


										5. El incidente de tasaci贸n de costas


										6. Las costas en ejecuci贸n


							


						


								III. Los efectos econ贸micos del proceso penal: Las costas y gastos del proceso. La tasaci贸n de costas
							
										1. Regulaci贸n y concepto de gastos y costas en el proceso penal


										2. Criterios de imposici贸n de costas
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